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INTRODUCCIÓN 
Esta crónica tiene como objeto dar cuenta de las principales novedades 
legislativas y jurisprudenciales que se han producido en el ámbito del Derecho 
Administrativo durante 2005* 
1. LEGISLACIÓN ESTATAL 
A diferencia de lo que ocurrió en 2004, año marcado por la formación de 
una nueva mayoría parlamentaria y gubernamental en que la producción de 
normativa con rango legal y de carácter administrativo fue exigua, lo que nos 
permitió hacer un breve recorrido por la totalidad las normas de rango legal 
total o parcialmente administrativas dictadas en 2004, que sumaban un 
número de doce, el año 2005, en el que no ha habido cambio de legislatura, 
ha sido más fructífero. Así, y dentro de las materias que podemos entender 
relacionadas con el Derecho Administrativo (con la dosis de convención que 
ello supone), pueden contabilizarse una ley orgánica; quince leyes ordinarias; 
y catorce Reales Decretos-leyes, que expondremos en ese orden. 
1.1. Leyes orgánicas 
Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional 
El nuevo reclutamiento de los Ejércitos, con la desaparición del servicio 
militar obligatorio y la implantación de un modelo de Fuerzas Armadas 
El epígrafe 1 (legislación estatal) ha sido redactado por Emilio Guichot Reina; el 2 (legislación 
andaluza) por Juan Antonio Carrillo Donaire; el 3 (jurisprudencia administrativa del Tribunal 
Constitucional), por Roberto Galán Vioque; y, el 4 (jurisprudencia administrativa del Tribunal 
Supremo), por Antonio Sánchez Sáez. 
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profesionales han sido cambios profundos que llamaban a una nueva regula-
ción. Unido a la disminución de las guerras de tipo convencional, en 
detrimento frente a la proliferación de conflictos armados que, tanto por sus 
causas como por sus efectos, tienen implicaciones notables más allá del lugar 
en donde se producen; la asunción de labores de mantenimiento de la paz y 
humanitarias, la integración en or am 	imilitares zacones m 	supranacionales; los 
. 
cambios tecnológicos; etc., impon n la aprobación de una nueva normativa 
que, además, delimita las competenc s de las Cortes Generales, el Presiden-
te del Gobierno, el Consejo de Defensa Nacional, y el Ministro de Defensa. 
Además, para incrementar la eficacia de las Fuerzas Armadas, la Ley concreta 
su organización con criterios que posibiliten la acción conjunta de los 
Ejércitos. A diferencia de la anterior, que atribuía misiones a cada Ejército, 
ésta considera a las Fuerzas Armadas como una entidad única e integradora 
de las distintas formas de acción de sus componentes y que posibilita el 
empleo óptimo de sus capacidades, sin que aquéllos vean mermada su 
especificidad. Se implanta una organización que diferencia la estructura 
orgánica y la operativa; la primera, bajo la responsabilidad de los Jefes de 
Estado Mayor de los Ejércitos, encargada de la preparación de la Fuerza; la 
segunda, cuyo mando recae en el Jefe de Estado Mayor de la Defensa, 
encargada de su empleo y establecida para el desarrollo de la acción conjunta 
y combinada. Por otra parte, se deja sin efecto la organización territorial, 
aunque con fines de representación y colaboración con las Administraciones 
Públicas se mantiene una representación institucional. Finalmente, cabe 
destacar que la desaparición del servicio militar obligatorio exige que se 
prevea con mayor relevancia el derecho y el deber constitucional que los 
españoles tienen de defender a España, para lo que se refuerza y actualiza 
la posibilidad de incorporación de los ciudadanos, como reservistas, a las 
Fuerzas Armadas. La Ley se dicta con fundamento competencial en el artículo 
149.1.4 CE. 
1.2. Leyes ordinarias 
Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen del 
comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero 
Se trata de la adaptación al ordenamiento español de la Directiva 2003/ 
87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 2003, por 
la que se establece un régimen para el comercio de derechos de emisión de 
gases de efecto invernadero en la Comunidad y por la que se modifica la 
Directiva 96/61/CE, que, dentro del Programa Europeo de Cambio Climático, 
constituye la iniciativa más relevante de la Unión Europea para lograr que la 
Comunidad y sus Estados miembros puedan cumplir el compromiso de 
reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, que asumieron al 
ratificar el Protocolo de Kioto en la Convención Marco de Naciones Unidas 
sobre cambio climático, el 30 de mayo de 2002. Así, implanta un instrumento  
de mercado, el comercio de emisiones, que junto a los basados en proyectos 
de inversión en tecnología limpia en países terceros (desarrollo limpio y 
aplicación conjunta), constituyen los llamados mecanismos de flexibilidad 
del citado Protocolo. La Ley se apoya en los títulos competenciales del 
artículo 149.1.23 CE (competencia exclusiva para dictar la legislación básica 
sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las 
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección) y 
149.1.13 (planificación general de la actividad económica). 
Ley 2/ 2005, de 15 de marzo, por la que se adoptan medidas urgentes 
para reparar los daños causados por los incendios e inundaciones 
acaecidos en las Comunidades Autónomas de Aragón, Cataluña, 
Andalucía, La Rioja, Comunidad Foral de Navarra y Comunidad 
Valenciana 
Establece un conjunto de medidas paliativas y reparadoras al objeto de 
favorecer el restablecimiento de los servicios, la reparación de los daños 
producidos y la vuelta a la normalidad de las zonas siniestradas por los 
incendios e inundaciones. 
Ley 3/2005, de 18 de marzo, por la que se reconoce una prestación 
económica a los ciudadanos de origen español desplazados al 
extranjero, durante su minoría de edad, como consecuencia de la 
Guerra Civil, y que desarrollaron la mayor parte de su vida fuera del 
territorio nacional 
Crea prestaciones económicas a favor de los llamados «niños de la guerra» 
y establece mecanismos para la cobertura de la asistencia sanitaria, cuando 
en el país de residencia se carece de ella o su contenido y alcance resultan 
insuficientes. 
Ley 5/2005, de 22 de abril, de supervisión de los conglomerados 
financieros y por la que se modifican otras leyes del sector 
financiero 
En el marco del objetivo de estabilidad financiera, en tanto que pilar 
central del diseño del mercado financiero único europeo, y con el objetivo de 
dar una respuesta adecuada a los problemas que puede conllevar la prolife-
ración de grupos intersectoriales que engloban entidades de crédito, empre-
sas de servicios de inversión y entidades aseguradoras, se adapta nuestro 
ordenamiento interno a la Directiva 2002/87/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativa a la supervisión adicional 
de las entidades de crédito, empresas de seguros y empresas de servicios de 
inversión de un conglomerado financiero. 
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Ley 6/2005, de 22 de abril, sobre saneamiento y liquidación de las 
entidades de crédito 
Esta norma tiene como objetivo, nuevamente, la adaptación del Derecho 
español al ordenamiento comunitario, que ha regulado esta materia relacio-
nada con la libertad de establecimiento dentro del mercado único. En este 
caso, la norma transpuesta es la Directiva 2001/24/CE del Parlamento y el 
Consejo, de 4 de abril de 2001, relativa al saneamiento y liquidación de las 
entidades de crédito, si bien la Ley aprovecha para incluir una serie de 
especialidades que afectan al tratamiento de las crisis de las entidades de 
crédito. Como dice su Exposición de Motivos, se trata de una Ley de ámbito 
limitado dirigida a las entidades de crédito, que contiene fundamentalmente 
reglas de derecho internacional privado, en lo referente a la ley aplicable y 
la competencia, así como otros aspectos sustantivos derivados de la delimi-
tación de la masa activa, la compensación de créditos y las obligaciones de 
comunicación e información. 
Ley 7/2005, de 13 de mayo, por la que se crea el Consejo General 
de Colegios Oficiales de Psicólogos 
La Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profesionales establece en 
su art. 4.4 que cuando estén constituidos varios Colegios de la misma 
profesión de ámbito inferior al nacional existirá un Consejo General, para 
cuya creación se precisa una Ley del Estado, según lo previsto en el art. 15 
de la Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico. Esta situación 
se produce en relación con los Colegios Oficiales de Psicólogos, dado que el 
Colegio Oficial de ámbito nacional fue creado por la Ley 43/1979, de 31 de 
diciembre, y se han creado sucesivamente los correspondientes Colegios 
Profesionales en distintas Comunidades Autónomas y en las Ciudades de Ceuta 
y Melilla. 
Ley 10/2005, de 14 de junio, de Medidas Urgentes para el Impulso 
de la Televisión Digital Terrestre, de Liberalización de la Televisión 
por Cable y de Fomento del Pluralismo 
Esta norma, en un período de transición de la tecnología analógica a la 
digital en radio y televisión en el que estamos inmersos, y que ha sufrido 
sucesivos retrasos, y como adelanto a la anunciada Ley del Audiovisual, 
establece, entre otras medidas, un nuevo límite a la participación accionarial 
en empresas de radiodifusión; elimina el límite de tres concesionarios de 
televisión analógica por ondas herzianas de ámbito nacional establecido en 
el artículo 4 de la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de televisión, modificaciones 
en la Ley 41/1995, de 22 de diciembre, de televisión local por ondas 
terrestres, para permitir que se pueda excepcionalmente aumentar hasta dos 
el número de programas en los canales múltiples de televisión digital  
gestionados por los ayuntamientos, la posibilidad de que corporaciones que 
no hubiesen adoptado inicialmente el acuerdo de gestionar el servicio de 
televisión local de forma directa lo puedan hacer en el futuro y la equipara-
ción del período de concesión administrativa para la prestación de este 
servicio televisivo al de otras televisiones de mayores ámbitos de cobertura, 
pasando de los cinco años previstos originalmente a los diez años, y la 
prolongación del plazo de que disponen las comunidades autónomas para 
resolver las nuevas adjudicaciones de concesiones. Finalmente, se liberalizan 
plenamente los servicios de difusión de radio y televisión por cable, mediante 
la modificación de la disposición transitoria 10.a de la ley 32/2003, de 3 de 
noviembre de Telecomunicaciones. 
Ley 11/ 2005, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 10/2001, 
de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional 
Esta Ley lleva a cabo una modificación del Plan Hidrológico Nacional que 
ha suscitado un gran y acalorado debate entre partidos políticos y entre 
Comunidades Autónomas, en particular, en lo que hace a la política de 
trasvases entre el Bajo Ebro y las cuencas hidrológicas internas de Cataluña, 
del Júcar, del Segura y del Sur. Por una parte, se procede a la derogación de 
los preceptos que regulan el trasvase y a la aprobación del desarrollo de 
aquellos proyectos urgentes y prioritarios que más directamente pueden 
incidir en una mejora de la disponibilidad de recursos en las cuencas 
mediterráneas. De otra parte, se incorporan determinadas reformas a la Ley 
de Aguas, entre las que cabe destacar: la demanialización total de las aguas 
desaladas; medidas de racionalización en la toma de decisiones sobre nuevas 
obras de interés general, a través de un estudio previo de sus costes 
económicos y ambientales; medidas para favorecer la mayor integración de 
la protección y la gestión sostenible del agua en otras políticas, como las 
relativas a energía, transporte, ordenación del territorio y urbanismo, 
agricultura, pesca, o turismo; la definición cualitativa de los caudales 
ecológicos, por su importancia para la conservación del medio ambiente 
hídrico y terrestre asociado; la determinación en los planes hidrológicos de 
cuenca de las reservas naturales fluviales, con la finalidad de preservar los 
tramos de ríos con escasa o nula intervención humana; la exigencia de 
mediciones precisas de los caudales efectivamente consumidos o utilizados 
por los distintos titulares del derecho al uso privativo de las aguas; medidas 
de refuerzo de la policía de aguas; protección específica de las aguas 
destinadas a consumo humano y a riegos, garantizando la asignación de las 
aguas de mejor calidad al abastecimiento de poblaciones; responsabilidad del 
concesionario para mantener los estándares de calidad de las aguas reutilizadas, 
que quedan asimismo demanializadas; mecanismos de coordinación entre 
Administraciones para la mejor aplicación del principio de recuperación de 
costes; y previsión de una normativa específica sobre seguridad de presas y 
embalses. 
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Ley 17/2005, de 19 de julio, por la que se regula el permiso y la 
licencia de conducción por puntos y se modifica el texto articulado 
de la ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad 
vial 
Se trata, probablemente, de una de las leyes que mayor eco ha tenido en 
la ciudadanía y que, en línea con las regulaciones ya adoptadas en otros países 
de nuestro entorno, establece un sistema que ha dado en denominarse 
permiso y licencia de conducción por puntos. Combina dos elementos 
esenciales. En primer lugar, su carácter eminentemente reeducador al 
configurar el cauce adecuado para modificar aquellos comportamientos, 
mediante la realización de cursos de sensibilización y reeducación vial de los 
conductores multirreincidentes, con el objetivo esencial de modificar los 
comportamientos infractores, cursos cuya superación, junto al cumplimiento 
de otros requisitos y pruebas que se establecen, permitirá la recuperación 
parcial o total del capital de puntos que, según los casos, corresponda a un 
conductor. Y, en segundo lugar, su efecto punitivo para aquellos comporta-
mientos, consistente en la disminución o pérdida del crédito en puntos con 
que cuenta un conductor, titular de permiso o licencia de conducción. 
Ley 18/2005, de 30 de septiembre, por la que se deroga la Ley 23/ 
1986, de 24 de diciembre, por la que se establecen las bases del 
régimen jurídico de las Cámaras Agrarias 
Esta Ley deroga a la Ley 23/1986, de 24 de diciembre, por la que se 
establecen las bases del régimen jurídico de las Cámaras Agrarias, que reguló 
las normas básicas aplicables a estas Corporaciones de Derecho Público, 
apoyada en la competencia estatal del art. 149.1.18.° de la CE, según el cual 
el Estado es competente para establecer las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas. La Ley de derogación se dirige a eliminar la 
regulación estatal, pero no implica la supresión de las Cámaras, cuestión que 
corresponde al marco de decisión de las Comunidades Autónomas, que serán 
las que adopten la decisión sobre su supresión o mantenimiento, su régimen 
jurídico y, en su caso, la disolución y liquidación de acuerdo con los procesos 
regulados en la norma autonómica correspondiente. 
Ley 21/ 2005, de 17 de noviembre, de restitución a la Generalidad 
de Cataluña de los documentos incautados con motivo de la Guerra 
Civil custodiados en el Archivo General de la Guerra Civil Española 
y de creación del Centro Documental de la Memoria Histórica 
Al igual que ocurría con la Ley de modificación del Plan Hidrológico 
Nacional, nos encontramos también aquí con una norma «mediática» que ha 
generado un encendido enfrentamiento entre partidos políticos y entre 
Comunidades Autónomas. El Congreso de los Diputados aprobó, el 18 de mayo 
de 2004, una proposición no de ley por la que se instaba al Gobierno a iniciar 
un proceso de diálogo con el Gobierno de la Generalidad de Cataluña, con el 
fin de alcanzar un acuerdo que permita resolver el contencioso planteado en 
relación con la documentación incautada que en la actualidad se hallaba 
recogida en el Archivo General de la Guerra Civil Española. En cumplimiento 
del mismo, el Gobierno presentó un proyecto de Ley que tiene por objeto la 
restitución de los documentos y fondos documentales incautados con motivo 
de la Guerra Civil y custodiados en el Archivo General de la Guerra Civil 
Española. La Ley distingue entre la restitución a la Generalidad de Cataluña, 
que se produce ope legis, y la restitución a las personas naturales y jurídicas 
privadas, que requiere la instrucción de un procedimiento previo destinado 
a acreditar, por parte de los interesados, la existencia de un interés legítimo 
en la devolución de los documentos. 
Ley 24/2005, de 18 de noviembre, de reformas para el impulso a la 
productividad 
Esta norma tiene un contenido heterogéneo, ya que regula una serie de 
materias cuyo contenido esencial lo constituyen las reformas de carácter 
liberalizador en los mercados de bienes y servicios (sector de la energía, 
tabaco, servicios funerarios, turísticos), y lleva a cabo reformas del funcio-
namiento de la Administración, entre ellas, en el sistema de seguridad 
jurídica preventiva, entre otros, favoreciendo el empleo de medios telemáticos. 
Ley 27/2005, de 30 de noviembre, de fomento de la educación y la 
cultura de la paz 
Esta Ley, amparándose en el punto a.2 del Programa de Acción sobre una 
Cultura de la Paz, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
en 1999, establece una serie de medidas destinadas al ámbito educativo y de 
la investigación, con el objeto de establecer la cultura de paz y no-violencia 
en nuestra sociedad. 
Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al 
tabaquismo y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y 
la publicidad de los productos del tabaco 
Probablemente, y aún por delante de la Ley que establece el carnet de 
conducir por puntos, se trate de la Ley más «comentada» por la ciudadanía 
aprobada en muchos años. Ante el problema para la salud que representa el 
consumo de tabaco, el Legislador no se ha decidido a prohibir su publicidad, 
comercialización y consumo, pero ha establecido medidas restrictivas, en dos 
planos. Por un lado, aquéllas que inciden sobre el consumo y la venta, con el 
aumento de los espacios sin humo, la limitación de la disponibilidad y 
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accesibilidad a los productos del tabaco, especialmente a los más jóvenes y 
la garantía de que el derecho de la población no fumadora a respirar aire no 
contaminado por el humo del tabaco prevalece sobre el de las personas 
fumadoras. Por otro lado, las medidas relativas a la publicidad y la promoción 
de los productos del tabaco, ya sea directa o indirecta, y el patrocinio de 
diferentes actividades, tienen una probada influencia sobre las conductas 
personales y los hábitos sociales, por lo que se convierten en un claro 
elemento de inducción y favorecimiento de su consumo, especialmente en el 
ámbito infantil y juvenil; por ello se hace necesario incidir limitativamente 
en todas las clases y medios de publicidad, ya sean impresos, radiofónicos, 
televisivos, electrónicos o cinematográficos. 
Ley 29/2005, de 29 de diciembre, de Publicidad y Comunicación 
Institucional 
Esta Ley es la primera que, en el ámbito de la legislación estatal, regula 
el fenómeno de la publicidad y comunicación institucional, siempre fuente de 
prevenciones en la medida en que no es fácil deslindarla de la de fines 
políticos y en que puede existir la tentación de favorecer desde el poder la 
contratación con medios de comunicación afines. Es a estos riesgos a los que 
hace frente esta Ley, aprobada por consenso de todos los grupos parlamen-
tarios. De este modo, la Ley tiene como objetivos garantizar la utilidad 
pública, la profesionalización, la transparencia y la lealtad institucional en el 
desarrollo de las campañas institucionales de publicidad y de comunicación. 
1.3. Reales Decretos-leyes 
Real Decreto-ley 1/2005, de 4 de febrero, por el que se adoptan 
medidas urgentes para paliar los daños ocasionados en el sector 
agrario por las heladas acaecidas en el mes de enero de 2005 
Se prevén ayudas para paliar daños ocurridos en el mes de enero de 2005, 
en que las bajas temperaturas persistentes durante varios días consecutivos 
provocaron graves daños por heladas en numerosos cultivos agrícolas, con una 
incidencia especial y muy generalizada en las Comunidades Autónomas de 
Andalucía, Illes Balears, Región de Murcia y Comunidad Valenciana. 
Real Decreto-ley 2/2005, de 11 de febrero, por el que se adoptan 
medidas urgentes para reparar los daños causados por los movi-
mientos sísmicos acaecidos el 29 de enero y los primeros días del 
mes de febrero de 2005 en Lorca (Murcia) 
Medida de similar naturaleza, en este caso, orientada a socorrer a los 
afectados el día 29 de enero de 2005, en las pedanías de Zarcilla de Ramos 
y La Paca, del municipio de Lorca (Murcia), por un terremoto de magnitud 4,7  
grados según la escala de Richter, que fue seguido de múltiples réplicas de 
diferente intensidad en los primeros días del mes de febrero. 
Real Decreto-ley 3/2005, de 18 de febrero, por el que se adoptan 
medidas en relación con la prestación de servicios portuarios 
básicos y se amplía el plazo para la transformación de las socieda-
des estatales de estiba y desestiba en agrupaciones portuarias de 
interés económico 
La Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de régimen económico y de 
prestación de servicios de los puestos de interés general, prevé para la 
prestación de servicios portuarios básicos la obtención de una licencia que 
deberá sujetarse al correspondiente pliego regulador y a las prescripciones 
particulares del servicio que no habían sido aprobados hasta entonces. Por 
ello, ante la necesidad de permitir el acceso de nuevos prestadores de 
servicios, que desde la entrada en vigor de la Ley 48/2003, de 26 de 
noviembre, habían tenido limitada la actividad económica en los puertos de 
interés general, se prevé un régimen regulador de la prestación de los 
servicios, en las mismas condiciones en las que se encontraban prestando los 
servicios los prestatarios hasta entonces existentes. Por otra parte, se amplía 
el plazo para la transformación de las sociedades estatales de estiba y 
desestiba en agrupaciones portuarias de interés económico. 
Real Decreto-ley 4/2005, de 11 de marzo, por el que se concede un 
plazo extraordinario de solicitud de ayudas para las víctimas del 
terrorismo 
La Ley 32/1999, de 8 de octubre, de solidaridad con las víctimas del 
terrorismo, y su Reglamento ejecutivo aprobado por el Real Decreto 1912/ 
1999, de 17 de diciembre, posteriormente modificado por el Real Decreto 
288/2003, de 7 de marzo establecieron plazos para solicitar ayudas. Ante la 
constatación de la existencia de personas con la consideración de víctimas del 
terrorismo que no han podido verse protegidas mediante la regulación 
normativa anteriormente indicada, debido al transcurso del plazo fijado para 
solicitar las correspondientes indemnizaciones, se concede un plazo extraor-
dinario. 
Real Decreto-ley 5/2005, de 11 de marzo, de reformas urgentes 
para el impulso a la productividad y para la mejora de la contrata-
ción pública 
Este Real Decreto-ley recoge una serie de actuaciones que afectan a los 
mercados financieros y energéticos, además de contener reformas urgentes 
en el régimen de comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
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invernadero, y otras que implican modificaciones de la legislación de 
contratos de las Administraciones públicas. 
Real Decreto-ley 6/2005, de 8 de abril, por el que se establece la 
aplicación del Real Decreto-ley 1/ 2005, de 4 de febrero, por el que 
se adoptan medidas urgentes para paliar los daños ocasionados en 
el sector agrario por las heladas acaecidas en el mes de enero de 
2005, a los daños ocasionados por las heladas acaecidas durante los 
meses de febrero y marzo de 2005 
La repetición, a lo largo del mes de febrero y de los primeros días del mes 
de marzo de 2005, de bajas temperaturas persistentes que vinieron a 
incrementar los daños ocasionados en el sector agrario por las heladas de los 
últimos días del mes de enero de 2005 hicieron necesario tomar en conside-
ración un nuevo ámbito temporal que previera también los efectos de esta 
adversidad climática durante los meses de febrero y marzo de 2005. 
Real Decreto-ley 7/2005, de 22 de abril, por el que se modifica la 
Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2005, en materia de financiación de la formación 
continua 
La Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2005, reguló en su disposición adicional vigésimosexta la 
financiación de la formación continua, y estableció los porcentajes de 
bonificación que las empresas que cotizan por la contingencia de formación 
profesional podrían aplicarse, durante el ejercicio 2005, para el desarrollo de 
acciones de formación continua para sus trabajadores. A la vista de la 
evolución del número de empresas incorporadas al sistema de bonificaciones, 
y entre otras medidas, se revisan los porcentajes de bonificación, procedien-
do, al mismo tiempo, a una reordenación del gasto público, con vistas a 
incrementar la financiación de la gestión por las comunidades autónomas de 
la formación continua. 
Real Decreto-ley 8/2005, de 27 de mayo, por el que se adoptan 
medidas urgentes para reparar los daños causados por las inunda-
ciones acaecidas en la isla de La Gomera 
De nuevo, una norma singular, esta vez para paliar los daños que el 17 de 
enero de 2005 se produjeron en la isla de La Gomera como consecuencia de 
un fuerte temporal, con episodios de intensas lluvias que afectaron con 
especial incidencia a las zonas sur y oeste de la isla, y que llegó a originar un 
corte de suministro eléctrico durante casi 24 horas. 
Real Decreto-ley 9/2005, de 6 de junio, por el que se prorroga el 
plazo previsto en la disposición transitoria quinta de (a Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, para la 
renovación de los contratos de los profesores asociados contratados 
conforme a la legislación anterior 
Este Real Decreto-ley prorroga la fecha de finalización de estos contratos 
derivada de la disposición transitoria quinta de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 
de diciembre, de Universidades, que expiraba el 13 de enero del año 2006, 
hasta el fin del curso académico 2007-2008. 
Real Decreto-ley 10/2005, de 20 de junio, por el que se adoptan 
medidas urgentes para paliar los daños producidos en el sector 
agrario por la sequía y otras adversidades climáticas 
Se trata de una Ley-medida que, en este caso, tiene un alcance más 
general de lo acostumbrado, dada la generalización de la situación de sequía 
en el campo español en 2005. 
Real Decreto-ley 11/2005, de 22 de julio, por el que se aprueban 
medidas urgentes en materia de incendios forestales 
Como consecuencia de la situación de sequía a la que acabamos de aludir, 
se agravaron los riesgos de incendios forestales y, para tratar de hacerles 
frente, se aprobó este Real Decreto-ley. Se articulan dos tipos de medidas. 
En primer lugar, un catálogo de prohibiciones muy severas, que se proyecta 
sobre todas las actividades que pudieran entrañar algún riesgo para la 
producción de incendios, y que, dado su carácter excepcional, en vigor, en 
todo el territorio nacional, hasta el 1 de noviembre de 2005. Estas prohibicio-
nes se complementan con la previsión de una serie de pautas y actuaciones 
concretas de prevención que serán ejecutadas por las diferentes Administra-
ciones públicas concernidas. En segundo lugar, se instaura un modelo 
orgánico-funcional de coordinación entre los departamentos ministeriales de 
la Administración del Estado, de un lado, y entre ésta y las comunidades 
autónomas, de otro, que se articula, respectivamente, sobre dos órganos de 
funcionamiento permanente cuya creación se prevé en este Real Decreto-ley, 
y se refuerza el carácter único del mando operativo, estatal o autonómico, 
según proceda, con independencia de cual sea la titularidad de los medios 
incorporados a las labores de extinción de los incendios. Además, se da 
respuesta singular a la tragedia de Guadalajara, que causó la pérdida de 11 
vidas humanas, además de arrasar más de 12.000 hectáreas de masa forestal 
y pasto, previendo un régimen de ayudas específicas en favor de las víctimas 
y de sus familias, así como la adopción de un conjunto de medidas paliativas 
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y compensatorias dirigidas a la reparación de los daños producidos y a la 
recuperación de las zonas afectadas. 
Real Decreto-ley 13 / 2005, de 28 de octubre, por el que se modifica 
la Ley 4/ 1986, de 8 de enero, de cesión de bienes del patrimonio 
sindical acumulado 
Transcurridos casi 20 años desde la entrada en vigor de la Ley 4/1986, de 
8 de enero, de cesión de bienes del patrimonio sindical acumulado, no había 
podido ser totalmente cumplido el fin que perseguía: la restitución de los 
bienes y derechos del denominado patrimonio sindical histórico y la restau-
ración de las situaciones jurídicas afectadas por la Guerra Civil. Dicha 
imposibilidad vino determinada por las exigencias que dicha Ley impuso en 
orden a acreditar las titularidades de los bienes y derechos del patrimonio 
sindical histórico, exigencias que no tuvieron en consideración las especiales 
circunstancias derivadas de la existencia de una guerra civil y un largo período 
posterior de dictadura. Además, la ausencia de un plazo para la presentación 
de solicitudes por los reclamantes, lo que hizo interminable el proceso de 
reparación. Se establecen, de este modo, medidas para poner fin a esta 
situación, procediendo así a la sustitución de la anterior normativa por una 
nueva. 
Real Decreto-ley 14/2005, de 2 de diciembre, por el que se adoptan 
medidas urgentes para reparar los daños causados por la tormenta 
tropical Delta en el archipiélago canario los días 28 y 29 de 
noviembre 
Norma-medida que prevé ayudas para compensar los daños producidos 
durante los días 28 y 29 de noviembre en el archipiélago canario por una serie 
de fenómenos meteorológicos adversos, entre los que merece destacarse 
especialmente la presencia, a causa de la denominada tormenta tropical 
Delta, de vientos huracanados y temporales marinos que han dejado sentir sus 
efectos sobre las islas, produciendo importantes daños en costas, puertos, 
aeropuertos, infraestructuras viales, sector agrícola y suministro eléctrico y 
telefóriico, así como en diversos bienes de titularidad pública y privada. 
Real Decreto-ley 15 / 2005, de 16 de diciembre, de medidas urgentes 
para la regulación de las transacciones de derechos al aprovecha-
miento de agua 
De nuevo con la sequía como telón de fondo, se regulan las transacciones 
de derechos del uso del agua, abriendo la posibilidad de que las mismas 
puedan ser celebradas por los titulares de derechos al uso de agua de las Zonas 
Regables de Interés Nacional, ya que los caudales de los que disfrutan se  
acercan al 80% de la totalidad de los recursos superficiales existentes. Al 
mismo tiempo, y puesto que las zonas potencialmente cedentes y cesionarias 
están situadas en áreas geográficas pertenecientes a ámbitos distintos de 
planificación hidrológica, permite que las transacciones puedan realizarse a 
través de las infraestructuras de conexión intercuencas, ya que, en caso 
contrario, los costes de transporte del agua las harían económicamente 
inviables. 
2. LEGISLACIÓN AUTONÓMICA ANDALUZA 
La actividad legislativa del parlamento andaluz durante 2005 ha sido 
prolija. Es de consignar la aprobación del de leyes de las denominadas en la 
investidura «de impulso democrático»; un grupo de proposiciones de consen-
so sobre aspectos institucionales que se han tramitado conjunta y 
sumariamente: Estatutos de los Ex-Presidentes, nueva ley del Consejo 
Consultivo, modificación de la Ley electoral e incompatibilidades de Altos 
Cargos. Junto a éstas, comentamos las leyes más importantes aprobadas 
durante 2005, omitiéndose, por su menor interés general, las relativas a la 
creación de Colegios Profesionales (Ley 9/2005, de 31 de mayo, de creación 
del Colegio de Educadores Sociales, Ley 11/2005, de 31 de mayo, de creación 
del Colegio de Ingenieros en Informática y Ley 12/2005, de 31 de mayo, de 
creación del Colegio de Ingenieros Técnicos en Informática), las de «caso 
único» (Ley 14/2005, de 22 de noviembre, por La que se autoriza la 
enajenación del bien inmueble conocido como «La Casa de las Conchas», de 
Salamanca), las puramente organizativas (Ley 8/2005, de 9 de mayo, de 
creación del Comité Andaluz para la Sociedad del Conocimiento) y la Ley de 
Presupuestos (que, en esta ocasión —siguiendo el ejemplo del Parlamento 
nacional—, no ha venido acompañada de la habitual Ley de medidas). 
Asimismo, al final se comenta el nuevo Reglamento del Parlamento de 
Andalucía, aprobado por el Pleno del Parlamento el día 28 de septiembre de 
2005, dada la relevancia institucional de esta norma y las importantes 
modificaciones que introduce en el régimen anterior de funcionamiento de la 
Cámara. 
Ley 1 /2005, de 4 de marzo, de Régimen de las organizaciones 
agroalimentarias en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía 
Las Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias que define esta 
Ley agrupan a las Asociaciones representativas de la producción, transforma-
ción y comercialización de los sectores agroalimentario y pesquero con la 
finalidad de contribuir a la ordenación y mejora de la oferta de productos 
agroalimentarios y potenciar su posición en los mercados. Concretamente, la 
Ley pretende potenciar especialmente a las producciones andaluzas de mayor 
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calidad y peso específico en el mercado. Este es el caso, entre otros, de los 
sectores del aceite (82% de la producción española), aceituna de mesa (75%), 
algodón (95%), fresa (93%), hortalizas (43%), arroz (36%), flor cortada (50%) 
y ajo (34%), además de las 26 denominaciones de origen y específicas de 
calidad reconocidas en la Comunidad andaluza. 
Las organizaciones que se reconozcan para un determinado sector o 
producto deberán aglutinar al menos un 25% ciento de los productores u 
operadores de las distintas ramas profesionales implicadas, que representa-
rán, a su vez, un mínimo del 35% de las cantidades producidas, transformadas 
y comercializadas en cada caso. No obstante, estos porcentajes podrán 
reducirse en un determinado sector o producto cuando así lo justifiquen todas 
las organizaciones representativas del correspondiente ámbito territorial. 
Además de su reconocimiento por sectores y por producciones de calidad, la 
Ley prevé también la posibilidad de que se constituyan, con carácter 
excepcional, organizaciones interprofesionales por productos concretos cuando 
la diferenciación por calidad dé lugar a un mercado específico. 
A efectos de reconocimiento y control, la Ley establece la creación del 
Registro de las Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias, con sede 
en la Consejería de Agricultura y Pesca. Asimismo se prevé la creación del 
Consejo Andaluz de las Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias, 
órgano de carácter paritario cuya función consistirá básicamente en emitir 
informes previos a las propuestas efectuadas por la Junta sobre el reconoci-
miento o revocación de las organizaciones. 
Para el cumplimiento de sus fines, estas organizaciones tendrán capacidad 
de autofinanciación y una amplia potestad de autorregulación, de tal modo 
que sus decisiones serán de obligado cumplimiento para los operadores 
representados en ellas, reconociéndose incluso la posibilidad de extensión de 
norma al total de los operadores de los sectores o productos afectados. En 
este último sentido, la Ley prevé que una organización pueda solicitar a la 
Consejería de Agricultura y Pesca la extensión de sus normas al resto de los 
productores y operadores de un sector determinado, siempre y cuando los 
acuerdos tomados cuenten, al menos, con el respaldo del 50% de los 
productores y operadores de las distintas ramas profesionales implicadas, 
que, a su vez, representarán como mínimo a las dos terceras partes de las 
producciones afectadas. Dichas normas deberán estar relacionadas con 
aspectos como la calidad, el respeto al medio ambiente, las acciones de 
promoción y la mejora de información sobre las producciones. 
Ley 2/2005, de 8 de abril, Estatuto de los Ex-Presidentes de la Junta 
de Andalucía 
Siguiendo el ejemplo de otras Comunidades Autónomas y del propio 
Estado, esta Ley pretende reconocer el papel desempeñado por quienes han 
ejercido la más alta responsabilidad política al frente de la Comunidad 
Autónoma, posibilitando que los ex-Presidentes de la Junta de Andalucía  
gocen, en palabras de la Exposición de Motivos de la Ley, «de la consideración, 
distinción, dignidad y decoro que corresponden a las altas funciones ejerci-
das, y dotarles, a ese propósito, de una serie de medios de apoyo que les 
permitan seguir poniendo su experiencia al servicio de la Comunidad». 
A tal fin, la Ley prevé que inmediatamente después de su cese se asignen 
a los ex-Presidentes los medios personales y materiales adecuados a las 
responsabilidades y funciones desempeñadas, así como los servicios de 
seguridad oportunos. Por otra parte, se prevé la dotación presupuestaria 
necesaria para sufragar los gastos que comporten los citados medios y para 
las atenciones protocolarias que correspondan a su estatus. 
Asimismo, la Ley establece una asignación mensual para todos los ex-
Presidentes de la Junta de Andalucía cuando alcancen la edad de 65 años. En 
relación a las incompatibilidades, Ley prevé que percepción de la asignación 
mensual establecida en el la propia Ley es incompatible con la percepción de 
ingresos resultantes del ejercicio de cualquier mandato parlamentario, de la 
condición de miembro del Gobierno o de Alto cargo en cualquier Administra-
ción Pública, así como con el ejercicio de cualquier otro cargo público o de 
especial confianza que esté remunerado y con la percepción de ingresos 
resultantes del ejercicio profesional o actividad laboral del ex presidente. En 
todos estos casos, corresponde al interesado ejercer el derecho de opción, 
que ser a revocable en cualquier momento. 
Ley 3 / 2005, de 8 de abril, de incompatibilidades de Altos Cargos de 
la Administración de la Junta de Andalucía y de Declaración de 
actividades, bienes e intereses de Altos Cargos y otros Cargos 
Públicos 
El artículo 36.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía prescribe que 
«el régimen jurídico y administrativo del Consejo de Gobierno y el Estatuto 
de sus miembros serán regulados por ley del Parlamento Andaluz, que 
determinará las causas de incompatibilidad de aquéllos. El Presidente y los 
Consejeros no podrán ejercer actividad laboral, profesional o empresarial 
alguna». En cumplimiento de este mandato estatutario, el Parlamento de 
Andalucía aprobó la Ley 3/1986, del Gobierno y la Administración de la 
Comunidad Autónoma, en cuyo articulado se regulan las incompatibilidades 
del Presidente y los Consejeros de la Junta de Andalucía, subrayándose que 
el cargo de Presidente de la Junta de Andalucía y el de Consejero es 
incompatible con cualquier otra función o actividad pública que no derive de 
dichos cargos, salvo la de Diputado en el Parlamento de Andalucía. Igualmen-
te, también se establece que el ejercicio de los mencionados cargos es 
incompatible con el desempeño de toda actividad laboral, profesional o 
empresarial. 
Sin embargo, la mencionada Ley del Gobierno y la Administración de la 
Comunidad Autónoma no regulaba las incompatibilidades de los restantes 
Altos cargos de la Administración andaluza, por lo que, a tal efecto, se aprobó 
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la Ley 5/1984, de 23 de abril, que fue más tarde modificada por las Leyes 4/ 
1990, de 23 de abril, y 3/1994, de 5 de abril. 
Esta Ley vuelve a abordar la cuestión, regulándola ex novo por dos razones 
esenciales. En primer lugar, por razones de transparencia en la actividad 
pública, pues no en vano esta Ley es una de las que componen el llamado 
«paquete legislativo» para el «impulso democrático» de la Comunidad 
Autónoma, anunciado por el Presidente Chaves en su discurso de investidura 
de la VII Legislatura. En segundo lugar, y como expresa la Exposición de 
Motivos de la Ley, porque ésta quiere fijar un régimen de incompatibilidades 
de los Altos Cargos más estricto que el hasta ahora vigente «a fin de reforzar 
su independencia, imparcialidad y dedicación exclusiva a los asuntos públi-
cos, evitando cualquier interferencia en los intereses públicos de otros 
intereses». 
Por las razones expuestas, la nueva Ley incorpora novedades sustanciales 
respecto a la regulación anterior. En lo que respecta al régimen de incompa-
tibilidades de los altos cargos, se amplía el ámbito subjetivo, se hace más 
estricto el ámbito objetivo y se establece un completo régimen sancionador, 
inexistente en la anterior regulación, para quienes infrinjan la Ley. Por otra 
parte, se establece un nuevo régimen de declaraciones sobre actividades, 
bienes e intereses, no sólo para los altos cargos, sino también para otros 
cargos públicos. El contenido de dichas declaraciones habrá de publicarse en 
el BOJA y, además, estará disponible en internet para todos los ciudadanos. 
Con ello se persigue alcanzar la máxima transparencia en esta materia. 
Por último, se regula detalladamente el régimen sancionador derivado de 
la inobservancia de la Ley tanto en materia de incompatibilidades como en 
la de la declaración de las actividades, bienes e intereses. En este sentido, 
la Ley tipifica las infracciones y sanciones correspondientes, pudiendo 
conllevar éstas el cese inmediato del infractor y la imposibilidad de ser 
nombrado para el desempeño de un Alto cargo por un período de tiempo de 
hasta diez años. 
Ley 4/2005, de 8 de abril, del Consejo Consultivo de Andalucía 
Esta Ley sustituye a la anterior Ley 8/1993, de 19 de octubre, por la que 
se creó el Consejo Consultivo de Andalucía y se regularon sus funciones. Debe 
decirse que la actuación de un órgano de esta naturaleza, de tan alta 
cualificación técnica y con un régimen de autonomía orgánica y funcional, ha 
supuesto una indudable mejora en la actividad administrativa, por cuanto ha 
aumentado la garantía de legalidad en la toma de decisiones al tiempo que 
ha constituido un eficaz medio para la protección de los derechos de los 
ciudadanos. Por otro lado, a través de sus dictámenes ha generado un 
importante cuerpo de doctrina que ha facilitado enormemente la adecua-
ción, la integración y la interpretación de las normas jurídicas, al tiempo que 
ha contribuido a mejorar la técnica normativa del legislador y del Gobierno 
andaluz. 
Concebido inicialmente como un órgano de asesoramiento del Consejo de 
Gobierno y de las Administraciones a su servicio, el Consejo Consultivo ha ido 
progresivamente erigiéndose en el superior órgano consultivo del conjunto de 
las Administraciones Públicas radicadas en la Comunidad Autónoma, muy 
principalmente de las Corporaciones Locales, respecto de las que ha repre-
sentado un indudable auxilio, como queda acreditado en las Memorias de 
actividad que este órgano publica anualmente. Este papel ha quedado 
definitivamente fortalecido a partir de la reforma de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional, que ha consagrado la intervención preceptiva de 
este órgano en los conflictos de competencia en defensa de la autonomía 
local. 
La nueva Ley consta de seis Títulos, dos Disposiciones Adicionales, una 
Transitoria, una Derogatoria y tres Finales. En el Título 1 se recogen los 
principios generales, reconociéndose la autonomía orgánica y funcional del 
órgano como garantía de independencia, así como el carácter técnico jurídico 
de su actuación, aunque la nueva Ley habilita al Consejo para que se extienda 
en cuestiones de oportunidad cuando expresamente se le solicite. En 
consonancia con el reforzamiento de su posición institucional antes aludida, 
se reconoce ahora su consideración de órgano de asesoramiento de las 
Entidades Locales, Universidades Públicas y demás Entidades y Corporaciones 
de Derecho Público no integradas en la Administración de la Junta de 
Andalucía. 
En cuanto a la composición del Consejo Consultivo, el Título II de la Ley 
contiene importantes modificaciones del régimen preexistente. La Ley opta 
por la existencia, además del Presidente, de Consejeros Permanentes, 
Consejeros electivos y Consejeros natos. Una de las novedades más señaladas 
en este sentido es que la Ley confiere la condición de Consejero Permanente 
a quienes hayan ostentado la Presidencia de la Junta de Andalucía. 
El Título III, dedicado a la competencia, enumera los casos en que es 
preceptivo el dictamen, tanto en proyectos normativos como en actos 
administrativos. No son realmente significativas las novedades introducidas 
en este campo respecto a la legislación anterior, tributaria por su parte del 
listado competencia) del Consejo de Estado. Se sigue echando en falta, por 
tanto, un análisis más depurado de la legislación sectorial en el que se 
detectasen las actuaciones más comprometidas con la legalidad, al tiempo 
que más relevantes, que hubiera servido de base en la enumeración de las 
competencias este órgano. En todo caso, la Ley faculta al Presidente de la 
Junta, al Consejo de Gobierno y a sus miembros para pedir dictamen 
facultativo en los supuestos que estimen convenientes. 
Los Títulos IV, V, y VI regulan, respectivamente, el funcionamiento, 
procedimiento y personal, estableciendo las normas que serán desarrolladas 
en el Reglamento Orgánico de ejecución y desarrollo. 
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Ley 5/2005, de 8 de abril, por la que se modifica la Ley 1/1986, de 
2 de enero, Electoral de Andalucía 
El tiempo transcurrido desde la aprobación de la Ley 1/1986, de 2 de 
enero, Electoral de Andalucía, que no ha tenido más modificaciones que 
algunas muy puntuales (las llevadas a cabo por las Leyes 5 y 6/1994 y 18/ 
2003), ha convertido en insuficiente la ya parca regulación que dicha ley hacía 
de las causas de inelegibilidad e incompatibilidad para las elecciones al 
Parlamento de Andalucía (artículos 4 a 6). 
Esta modificación legal se dirige, en primer lugar, a reformar el artículo 
4 de la Ley 1/1986, relativo a los supuestos de inelegibilidad, para consagrar 
legalmente la inelegibilidad de quienes ejercen cargos o funciones públicas 
en la Administración de la Junta de Andalucía o en algunas de sus más altas 
instituciones. 
En segundo lugar, se opera una profunda modificación del artículo 6 de la 
Ley Electoral con el objeto de establecer, por un lado, que todas las causas 
de inelegibilidad lo son también de incompatibilidad con el mandato parla-
mentario y, por otro, señalar una serie de supuestos de incompatibilidad con 
el mismo, aparte de los comprendidos en el artículo 155.2.a), b), c) y d) de 
la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, relativos al ejercicio de 
funciones representativas en otros órganos y al desempeño de ciertos cargos 
directivos de empresas públicas o privadas que mantienen una relación de 
especial cercanía con la Administración pública autonómica, a fin de preser-
var el mandato parlamentario de eventuales interferencias de intereses 
particulares. Se pretende, así, como reza en nuevo apartado 3.° del artículo 
6 de la Ley, que el mandato de los Diputados del Parlamento de Andalucía se 
ejerza en régimen de dedicación absoluta y sea incompatible con el desem-
peño, por sí o mediante sustitución, de cualquier otro puesto, profesión o 
actividad, públicos o privados, por cuenta propia o ajena, retribuidos 
mediante sueldo, salario, arancel, honorarios o cualquier otra forma, de 
forma que «el régimen de dedicación absoluta y de incompatibilidades 
previsto en esta Ley será aplicable sin que en ningún caso se pueda optar por 
percepciones o remuneraciones correspondientes a puestos o cargos incom-
patibles». No obstante lo anterior, el apartado 4.° del propio artículo prevé 
una serie de excepciones en las que los Diputados pueden ser autorizados a 
seguir desempeñando su actividad profesional privada previa a su acceso a la 
Cámara, aunque sin derecho a retribución con cargo a ésta, siempre que dicha 
actividad no esté comprendida dentro de las que la propia Ley califica en todo 
caso como incompatibles. 
Finalmente es de resaltar la nueva regulación que se realiza del llamado 
«Registro de Actividades, Bienes e Intereses de los Diputados», heredero del 
Registro de Intereses regulado en el Reglamento del Parlamento de Andalucía 
de 1995. Se completa ahora su contenido, enfatizándose su carácter público 
y su accesibilidad a través tanto de su publicación en el BOJA como de 
internet. 
Ley 6/2005, de 8 de abril, reguladora de la Actividad Publicitaria 
de las Administraciones Públicas de Andalucía 
En desarrollo de la competencia normativa consagrada en el art. 13.32 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, la Comunidad autónoma reguló el 
régimen de la publicidad institucional mediante las Leyes 5/1995, de 6 de 
noviembre, Reguladora de la Publicidad Institucional, y 4/1999, de 11 de 
mayo, reguladora de la actividad publicitaria de las Administraciones Públicas 
de Andalucía. Ambas leyes se centraron en regular, con distinto alcance, la 
publicidad institucional en un sentido restrictivo, para limitarla o prohibirla 
en periodos electorales. No obstante, la creciente relevancia de la actividad 
publicitaria desarrollada por las Administraciones Públicas andaluzas y la 
demanda asimismo creciente de transparencia en todos los órdenes de su 
actividad, hacen conveniente limitar esta la publicidad institucional más allá 
de las garantías derivadas del régimen electoral. 
La Ley mantiene la misma regulación que establecía la normativa anterior 
respecto del ámbito subjetivo de aplicación, aunque incorpora nuevos 
principios inspiradores de la actividad, como los de igualdad, objetividad, 
veracidad e imparcialidad, de defensa de la dignidad de la persona, con 
especial atención a su desarrollo cultural y social, a la protección de la 
infancia y de la juventud, a la imagen de la mujer y de no discriminación por 
razón de nacimiento, raza, sexo o religión. Asimismo, en relación a la 
contratación publicitaria se recogen los principios de libre concurrencia, de 
transparencia, eficacia y rentabilidad en la asignación de los recursos 
económicos. A diferencia de sus predecesoras, la Ley abunda en las previsio-
nes sobre el régimen de contratación de la publicidad institucional. En este 
sentido destacan las obligaciones dirigidas a garantizar la transparencia de la 
contratación, tales como la obligación de publicar en el BOJA y poner a 
disposición en internet la relación de las adjudicaciones de los contratos, 
ayudas, subvenciones y convenios en esta materia, o la obligación de remitir 
al Parlamento de Andalucía, con carácter cuatrimestral, la relación de los 
contratos, ayudas, subvenciones y convenios referidos. 
En relación al ámbito objetivo de la publicidad institucional, la Ley define 
con mayor amplitud lo que se entiende como actividad publicitaria de las 
Administraciones Públicas andaluzas, que será aquella dirigida a alguno de los 
siguientes objetivos: a) promover valores y conductas que consoliden la 
democracia, la libertad, la convivencia y la solidaridad; b) implicar a la 
ciudadanía andaluza en el objetivo de lograr una sociedad cohesionada y 
avanzada en cuanto a conciencia cívica y progreso económico y social; c) 
informar a los ciudadanos de sus derechos y obligaciones; d) promover el 
ejercicio de derechos o el cumplimiento de deberes en condiciones de 
igualdad; e) fomentar actitudes y comportamiento de los ciudadanos en 
relación a bienes o servicios públicos de carácter educativo, cultural, social, 
sanitario, de fomento de empleo u otros de análoga naturaleza; f) favorecer 
la existencia de hábitos saludables, individual o colectivamente; g) difundir 
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la imagen de Andalucía o del ámbito de cada Administración con fines de 
promoción turística; h) informar sobre la existencia, composición y funciona-
miento de las instituciones públicas; e, i) informar, con carácter general, 
sobre los proyectos y resultados en la gestión pública. 
Igualmente, en lógica conexión con el objeto de la Ley, se amplían 
notablemente las limitaciones y garantías en períodos electorales, que se 
extienden a todos los procesos electorales con incidencia en el territorio de 
la Comunidad Autónoma, en los que se prohíbe realizar la publicidad 
institucional definida en el objeto de esta Ley, salvo las que estrictamente se 
señalan en la propia Ley: las relacionadas con la organización y desarrollo de 
los correspondientes procesos electorales, las comunicaciones que se lleven 
a cabo con carácter estrictamente informativo, en forma de convocatoria o 
aviso o relativa al funcionamiento de servicios, así como aquellas necesarias 
para la salvaguarda del interés general o para el desarrollo correcto de los 
servicios públicos o aquellas actividades publicitarias que vengan exigidas 
legal o reglamentariamente. 
Junto a estas previsiones, la Ley prohíbe expresamente durante las 
campañas electorales todos aquellos actos que supongan la manifestación 
pública de presentaciones, inauguraciones y otros eventos similares, de 
proyectos, realizaciones o resultados por parte de los sujetos incluidos en el 
ámbito de aplicación de la Ley. 
Ley 10/2005, de 31 de mayo, de Fundaciones de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía 
La naturaleza dual del derecho de fundación, con aspectos tanto públicos 
como privados, hace que estemos ante unas entidades jurídicas de Derecho 
privado que, dado su destino de interés general o público, puedan conside-
rarse colaboradoras de los poderes públicos en la satisfacción de los intereses 
generales. Consecuencia obligada de ello es el sometimiento de las Fundacio-
nes a la tutela y protección de los poderes públicos, precisamente como 
adecuada garantía de cumplimiento de la voluntad fundacional. Es por esto 
que el Estado aprobó la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y 
de incentivos fiscales a la participación privada en actividades de interés 
general. Ley que fue derogada, casi en su totalidad, por otras dos: la Ley 49/ 
2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, y la Ley 50/2002, de 26 
de diciembre, de Fundaciones. Esta segunda Ley, en su disposición final 
primera, establece que diversos de sus preceptos son de aplicación general, 
al amparo del-artículo 149.1 de la Constitución, reglas 1.a, 6.a y 8.a, siendo el 
resto de sus preceptos sólo aplicables a las Fundaciones de competencia 
estatal. Por su parte, el Estatuto de Autonomía para Andalucía establece en 
su artículo 13.25 que la Comunidad Autónoma de Andalucía tiene competen-
cia exclusiva en materia de Fundaciones y Asociaciones de carácter docente,  
cultural, artístico, benéfico-asistencial y similares, que desarrollen princi-
palmente sus funciones en Andalucía. 
En el ejercicio de esta competencia, la Comunidad Autónoma de Andalucía 
no había aprobado norma alguna que, de manera integral, regulase las 
Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en Andalucía. No 
obstante, sí había aprobado una regulación parcial en distintas normas 
sectoriales que, de una forma u otra, afectaban a este tipo de entidades. Así, 
por Decreto 89/1985, de 2 de mayo, se creó el Registro de Fundaciones 
Privadas de carácter Cultural y Artístico, Asociaciones y Entidades análogas, 
y por Orden de 3 de julio de 1985, del Consejero de Cultura, se reguló su 
funcionamiento. Por otra parte, la Ley 2/1988, de 4 de abril, de Servicios 
Sociales de Andalucía, establece en su artículo 17.10 que corresponde a la 
Administración autonómica el ejercicio del protectorado sobre las Fundacio-
nes de carácter social en el ámbito de competencia de dicha Ley. Por su parte, 
la Ley 8/1997, de 23 de diciembre, introdujo en la Ley 5/1983, de 19 de julio, 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, un 
nuevo artículo 6 bis, en el que se regulaba el régimen económico de las 
Fundaciones en las que sea mayoritaria la representación, directa o indirecta, 
de la Administración de la Junta de Andalucía, y se establecía que para su 
creación y extinción, así como para la adquisición o pérdida de la representación 
mayoritaria,.se requerirá autorización del Consejo de Gobierno. El artículo 106 
de esta misma Ley 5/1983, introducido por la Ley 7/1996, de 31 de julio, 
establece que las Fundaciones bajo protectorado de la Administración de la 
Junta de Andalucía podrán ser consideradas entidades colaboradoras en la 
gestión de las subvenciones o ayudas. 
Más recientemente, la Ley 12/1999, de 15 de diciembre, del Turismo, 
establece en su artículo 34.1 e) que las Asociaciones, Fundaciones y entes 
cuya finalidad esencial sea el fomento del turismo se inscribirán en el Registro 
de Turismo de Andalucía. 
De la mayor importancia en la materia es la Ley 15/1999, de 16 de 
diciembre, de Cajas de Ahorros de Andalucía. Según su artículo 2, las Cajas 
de Ahorro domiciliadas en Andalucía, con o sin Monte de Piedad, son entidades 
de crédito de naturaleza fundacional y de carácter social, sin ánimo de lucro, 
que orientan su actividad a la consecución de fines de interés público. 
Además, en cuanto a su régimen jurídico, se les aplicará, con carácter 
supletorio y en lo que proceda, la normativa propia de las Fundaciones. Esta 
Ley crea, en su Título III, el Registro de Cajas de Ahorros de Andalucía, 
adscrito a la Consejería de Economía y Hacienda, el cual consta de tres 
secciones, inscribiéndose en la tercera de ellas las Fundaciones de las Cajas 
de Ahorros con domicilio social en Andalucía, que gestionen total o parcial-
mente la obra social. Lo cual no es obstáculo para su inscripción en el Registro 
de Fundaciones de Andalucía, previsto en esta Ley. 
Finalmente, mediante Decreto 279/2003, de 7 de octubre, se creó el 
Registro de Fundaciones de Andalucía y se aprobó su Reglamento de organi-
zación y funcionamiento. 
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Con todo lo anterior, y dada la importancia que tiene en la vida social el 
ejercicio del derecho de fundación, esta Ley pretende ofrecer un marco 
regulador para proteger y fomentar su ejercicio. Más concretamente, la Ley 
se aprueba con la intención de mejorar la coordinación de la tutela adminis-
trativa sobre las Fundaciones de interés general existentes en Andalucía (en 
torno a 900) y, sobre todo, para aumentar la transparencia en su funciona-
miento y régimen de gestión económico-financiero. 
La Ley se estructura en diez Capítulos, que constan de cincuenta y siete 
artículos, seis Disposiciones Adicionales, tres Disposiciones Transitorias, una 
Disposición Derogatoria y dos Disposiciones finales. El Capítulo I regula las 
Disposiciones generales de la Ley, relativas a definir su objeto y ámbito de 
aplicación, el régimen jurídico general de las Fundaciones, sus fines y 
beneficiarios, domicilio y personalidad jurídica, así como las fundaciones 
extranjeras que actúen en Andalucía. 
La constitución de las Fundaciones es el contenido del Capítulo II, que 
contempla la capacidad para fundar, la constitución de Fundaciones por 
personas jurídico-públicas, los modos de constitución de las Fundaciones, y 
el acto fundacional mortis causa, aparte de regular la escritura pública de 
constitución, los Estatutos de la Fundación, las Fundaciones en proceso de 
formación y la dotación económica o patrimonial de la Fundación. De acuerdo 
con la Ley, cualquier entidad de este tipo que se cree en la comunidad 
autónoma deberá incluir en su denominación la expresión «Fundación Anda-
luza». De igual modo, se fija un procedimiento para que las Fundaciones 
actualmente registradas adapten sus nombres a esta previsión. 
El Capítulo III se dedica al gobierno de las Fundaciones. Se regula así el 
Patronato, como órgano principal de gobierno, del que se establece su 
composición y cargos, la forma de aceptación del cargo de patrono, la 
gratuidad del mismo, la delegación de sus facultades o la gerencia u otros 
órganos de asistencia, la forma de adopción de los acuerdos, las actas y las 
obligaciones y responsabilidad de los patronos, así como su cese, sustitución 
y suspensión. Respecto a la tutela sobre las Fundaciones, que hasta ahora 
correspondía a distintos Departamentos de la Junta dependiendo del ámbito 
sectorial de actividad, la Ley prevé que sea ejercida por la Consejería de 
Justicia y Administración Pública, aunque la Consejería de Economía y 
Hacienda seguirá desarrollando esta función tutelar sobre la obra social de las 
Cajas de Ahorros. 
Las disposiciones más relevantes de la Ley son las que se dirigen a establecer 
un mayor control en el régimen económico de las Fundaciones, especialmente 
en lo referente a la disposición y enajenación de bienes de su propiedad, 
cuestiones a las que se dedica el Capítulo IV de la Ley. Se regula en él la 
titularidad de los bienes y derechos de la fundación, la administración del 
patrimonio de la misma y su disposición, la enajenación y gravamen de los bienes 
de la Fundación, y la posibilidad de adquirir bienes por herencia o donación. 
En el Capítulo V se regula el funcionamiento y actividad de las fundaciones, 
estableciéndose sus principios de actuación y refiriéndose a la obtención y  
destino de sus ingresos, sus actividades económicas, su contabilidad y 
presupuestos, aprobación y presentación de cuentas, así como a las figuras de 
la auditoría y la autocontratación. 
Una vez creada una Fundación, la vida de ésta puede sufrir ciertas 
vicisitudes que provoquen cambios relevantes en la misma, incluso su propia 
extinción y liquidación. Estas circunstancias, como las posibles fusiones, 
deben manifestarse, en su caso, en una modificación de los Estatutos. Todo 
esto constituye el objeto del Capítulo VI de la Ley. 
Por su parte, los Capítulos VII, VIII y IX de la Ley regulan tres figuras de gran 
importancia, como son el Protectorado de las Fundaciones Andaluzas, el 
Registro de Fundaciones de Andalucía y el Consejo de Fundaciones como 
órgano consultivo de la Comunidad Autónoma de Andalucía en la materia. En 
este orden de cuestiones destaca la regulación del Registro único de 
Fundaciones, cuya estructura se organiza en torno a nueve secciones, según 
la distinta naturaleza de las Fundaciones: docentes, científicas, de investiga-
ción y desarrollo tecnológico; culturales, cívicas y deportivas; benéfico-
asistenciales y sanitarias; de defensa de los derechos humanos, cooperación 
al desarrollo y voluntariado; medioambientales; laborales y de fomento de la 
economía; de la obra social de las Cajas de Ahorros; delegaciones en 
Andalucía de Fundaciones extranjeras; y otras. 
Por último, el Capítulo X establece determinadas previsiones específicas 
para las Fundaciones del sector público de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, que serán aquellas en las que exista una representación mayori-
taria, ya sea ésta económica o en los órganos de la fundación, directa o 
indirecta, de la Junta de Andalucía. 
Finalmente, en las Disposiciones Adicionales se enumeran, en primer 
lugar, los preceptos de esta Ley que se han redactado conforme a la normativa 
de aplicación general de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones. 
Asimismo, se abordan determinados aspectos relativos a las Fundaciones de 
las Cajas de Ahorros y Universidades; se regula la posibilidad de requerir del 
Registro de Fundaciones de competencia estatal o de los Protectorados del 
mismo ámbito la documentación e información relativas a las fundaciones 
domiciliadas en Andalucía, así como ciertas obligaciones de los fedatarios 
públicos. 
Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de medidas para la Vivienda 
Protegida y el Suelo 
Una de las principales finalidades de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, 
de Ordenación Urbanística de Andalucía, era hacer efectivo el mandato 
constitucional del artículo 47 de la CE en orden a garantizar el acceso a una 
vivienda digna. Para ello, desde el entendimiento del urbanismo como una 
función pública, la citada Ley avanzó en los mecanismos de intervención 
pública en el mercado del suelo mediante la regulación de diversos instrumen-
tos que perseguían facilitar la disponibilidad de suelo para la construcción de 
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viviendas protegidas y agilizar los procesos de transformación del suelo. Entre 
esos mecanismos, destaca la necesidad de que los Planes de Ordenación 
Urbanística de todos los municipios contengan las disposiciones que garanti-
cen el suelo suficiente para viviendas de protección oficial u otros regímenes 
de protección pública. Además, en el caso de los municipios de relevancia 
territorial, la reserva se fijaba en el treinta por ciento del aprovechamiento 
objetivo en suelo residencial. Asimismo, con el objetivo de dotar a las 
Administraciones de suelo, se prevé que los Patrimonios Públicos de Suelo 
tienen como finalidad principal la de garantizar una oferta suficiente con 
destino a la ejecución de viviendas de protección oficial u otros regímenes de 
protección pública. Por otra parte, la Ley fija en el máximo permitido por la 
legislación estatal la participación de la comunidad en las plusvalías genera-
das por la acción urbanística, cifrando en el diez por ciento del aprovecha-
miento urbanístico que corresponde a cada propietario la obligación de ceder 
suelo, que además ha de cederse ya urbanizado. 
En materia de vivienda protegida, las iniciativas de la Comunidad Autóno-
ma andaluza en los últimos años han sido importantes. Así, el Decreto 149/ 
2003, de 10 de junio, aprobó el IV Plan Andaluz de Vivienda y Suelo 2003-2007. 
Por su parte, el Decreto 463/2004, de 27 de julio, que modifica parcialmente 
el anterior, abundó en nuevas acciones para fomentar el arrendamiento de 
viviendas, en la línea que más recientemente ha fortalecido el Decreto 33/ 
2005, de 15 de febrero, regulador de las Agencias de Fomento del Alquiler y 
el Decreto 66/2005, de 8 de marzo, de ampliación y adaptación de medidas 
de apoyo a las familias andaluzas. 
La presente Ley supone una profunda revisión al tiempo que una significa-
tiva ampliación de las medidas previstas por la Ley 7/2002 en materia de 
vivienda protegida y suelo, cuyo principal objetivo es vincular la construcción 
de vivienda protegida y la promoción de suelo de manera que ésta sirva, 
fundamentalmente, a aumentar la oferta de viviendas protegidas. De esta 
manera se pretende regular indirectamente el desmedido precio de la 
vivienda en el mercado. En este sentido, la Ley es consciente de la necesidad 
de facilitar el acceso de los ciudadanos con recursos limitados, con especial 
atención los colectivos con mayores dificultades, por lo que se hace eco de 
alguna de las medidas que ya constaban en el IV Plan de Vivienda y Suelo. 
Así, la Ley establece los mecanismos de calificación de la vivienda 
protegida y de adjudicación de estas viviendas, en las que la selección de las 
personas adquirentes o arrendatarias deberá realizarse, con carácter gene-
ral, bajo los principios de igualdad, publicidad y concurrencia. Asimismo se 
regulan las condiciones para la titularidad de la propiedad de manera que la 
duración del régimen de protección se establecerá reglamentariamente para 
cada figura o programa de vivienda protegida, a la vez que los precios 
máximos de venta y renta, que deberán servir de referencia para determinar 
el valor del suelo destinado a vivienda protegida. 
Otro aspecto importante del conjunto de medidas consideradas en la Ley 
viene referido a la facultad de disponer de la vivienda protegida, con dos  
intervenciones importantes. De una parte, se establece el derecho de 
adquisición preferente de la Comunidad Autónoma sobre las viviendas 
protegidas de promoción privada, incluso aquéllas que, tras el correspondien-
te procedimiento de adjudicación, queden vacantes. De otra parte, las 
segundas o posteriores ventas estarán sujetas al derecho de tanteo y retracto 
por la Comunidad Autónoma. 
En materia de ordenación y gestión urbanística la Ley también contempla 
previsiones de la mayor trascendencia. Una de las más polémicas es la 
posibilidad de atribuir a la Administración autonómica el ejercicio de las 
competencias municipales en materia de planeamiento y de licencias urba-
nísticas cuando los Ayuntamientos incurran en incumplimientos graves de la 
normativa autonómica de urbanismo y ordenación del territorio. El Consejo 
de Gobierno podrá adoptar esta decisión previa audiencia al municipio 
afectado y con el respaldo preceptivo del Parlamento de Andalucía. 
Otra destacada novedad en materia de suelo, estrechamente vinculada a 
la finalidad de promoción de las viviendas de protección pública, es la 
obligación de reservar para construcción de viviendas protegidas la totalidad 
de los terrenos residenciales que resulten de ciertos procesos de desafectación, 
por ejemplo: los anteriormente ocupados por infraestructuras ferroviarias, 
antiguos cuarteles u otros edificios públicos. 
La Ley se estructura en un Título Preliminar y dos Títulos, que integran 
veintinueve artículos, cinco disposiciones adicionales, una disposición tran-
sitoria, una derogatoria y cuatro finales. El Título Preliminar, que consta de 
un único artículo, que establece como objeto y finalidad de la Ley la 
definición del régimen jurídico de determinadas actuaciones en materia de 
vivienda protegida y suelo y el establecimiento de medidas específicas para 
la producción de suelo, con destino a vivienda protegida y otros fines de 
interés social y para el control y prevención del fraude. 
El Título I, bajo la rúbrica de «Viviendas protegidas», consta de veintidós 
artículos distribuidos en tres Capítulos. El Capítulo I regula el régimen jurídico 
de las viviendas protegidas. Define el concepto de las mismas y quienes pueden 
ser las personas titulares y destinatarias de ellas, fijando que el destino de las 
viviendas es constituir el domicilio habitual y permanente de dichas personas. 
Asimismo establece prohibiciones y limitaciones a la facultad de disponer de las 
viviendas protegidas y la sujeción, durante todo el período de protección, a 
limitaciones en el precio de venta y renta de las mismas. 
En el Capítulo II se regulan los derechos y las prerrogativas de la 
Administración en materia de vivienda protegida. Entre estas prerrogativas 
se regulan el derecho de adquisición preferente sobre las viviendas protegidas 
de promoción privada por la Administración de la Junta de Andalucía, o bien 
el Ayuntamiento o la entidad pública que sean designados por ella; los 
derechos de tanteo y retracto a favor de la Administración de la Junta de 
Andalucía; la expropiación forzosa para los casos de incumplimiento de la 
función social de las viviendas protegidas, y las causas que motivan el 
desahucio administrativo y el procedimiento para ejercitar el mismo. 
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El Capítulo III, en cumplimiento del principio de reserva de Ley, tipifica 
determinadas conductas como infracciones al régimen de viviendas protegi-
das, graduándose en graves y muy graves y fijando las correspondientes 
sanciones y medidas complementarias. 
El Título II de la Ley, bajo la rúbrica «medidas en materia de suelo», consta 
de siete artículos, en cada uno de los cuales figuran los aspectos de la Ley 7/ 
2002 de Ordenación Urbanística de Andalucía que son completados o modi-
ficados para la consecución de los objetivos establecidos. 
Así, el artículo 23 modifica diversos preceptos a fin de fomentar la 
disposición de suelo para la construcción de vivienda protegida. En particular, 
se extiende a todos los municipios la obligación de reservar al menos el treinta 
por ciento de la edificabilidad residencial de cada área o sector con uso 
residencial para su destino a viviendas de protección oficial u otros regímenes 
de protección pública. Con esta nueva regulación se pretende, de una parte, 
que la reserva suficiente de viviendas sujetas a algún régimen de protección 
pública venga objetivada en función de los nuevos aprovechamientos residen-
ciales que se prevean en cada municipio, con independencia de que sea o no 
de relevancia territorial; y, de otra, clarificar los cálculos previstos en la 
norma y así facilitar su aplicación en la gestión urbanística. De igual manera, 
se acota la posibilidad de que el Plan General de Ordenación Urbanística 
pueda excepcionar esta obligación, si bien con la necesidad de compensarlo 
en el resto de áreas y sectores, de forma que se asegure una distribución 
equilibrada en el conjunto de la ciudad de este tipo de viviendas, a fin de 
favorecer la cohesión social y evitar la segregación territorial de los ciudada-
nos por razón de su nivel de vida. Asimismo, se recoge la obligación de 
localizar concretamente en cada área y sector las reservas de terrenos para 
viviendas de protección oficial u otros regímenes de protección pública, en 
el instrumento de planeamiento que contenga la ordenación detallada. En 
todo caso, como mecanismo necesario para asegurar la efectiva materializa-
ción de las reservas para la construcción de viviendas de protección pública, 
se prevé la necesidad de que la ordenación detallada de las áreas o sectores 
que contengan reservas de terrenos con este destino recoja los plazos de 
inicio y terminación de dichas viviendas, cuyo incumplimiento puede dar 
lugar a la expropiación de los terrenos por parte de la Administración. Por 
último, se establece que necesariamente sean el Plan General de Ordenación 
Urbanística o, en su caso, el Plan de Ordenación Intermunicipal o el Plan de 
Sectorización los que recojan los coeficientes correctores, al objeto de 
compensar a quienes tengan la propiedad de suelos destinados a viviendas de 
protección oficial u otros regímenes de protección pública. 
Las modificaciones que se contienen en el artículo 24 tienen por objeto 
reforzar las medidas previstas en la Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía para garantizar la reversión a la colectividad de las plusvalías 
derivadas de la actividad urbanística e incrementar los medios de interven-
ción directa de las Administraciones Públicas en el mercado del suelo. A fin 
de dotar de mecanismos a la Administración para mejorar la política de  
vivienda, se prevé expresamente la posibilidad de que mediante convenio 
urbanístico se acuerde la sustitución de los terrenos de cesión obligatoria 
dentro de un ámbito de actuación por otros terrenos situados en distintos 
ámbitos del suelo urbano o urbanizable que sean aptos para la construcción 
de viviendas protegidas. De otro lado, se amplía a la Administración instru-
mental la posibilidad de ser titulares de los Patrimonios Públicos de Suelo, 
introduciéndose, a su vez, una serie de medidas que por la vía del control y 
la fiscalización vienen a garantizar la correcta utilización de éstos, haciendo 
responsables de ello a órganos concretos de las Administraciones Públicas 
titulares de los mismos. De igual forma, para la efectiva intervención de las 
Administraciones Públicas en el mercado de suelo, la Ley introduce diversos 
mecanismos para agilizar los procedimientos de incorporación al proceso 
urbanizador de los suelos previstos por el Plan General de Ordenación 
Urbanística para su desarrollo urbano, que son objeto de reserva para los 
Patrimonios Públicos de Suelo, posibilitando incluso que en estos casos la 
Comunidad Autónoma sea Administración actuante. En esta misma posición 
se coloca a la Comunidad Autónoma respecto a la gestión de los suelos 
integrantes de reservas para el Patrimonio Autonómico de Suelo sobre suelo 
no urbanizable cuyo destino sea contribuir a la conservación de las caracte-
rísticas del mismo o cumplir determinadas funciones estratégicas de ordena-
ción o vertebración territorial. 
Con el objetivo general de facilitar y garantizar la efectiva ejecución de 
los instrumentos de planeamiento urbanístico, el artículo 26 de esta Ley 
recoge una serie de medidas tendentes a agilizar dicha ejecución, por medio 
de la iniciativa privada y mediante la habilitación de mecanismos de 
ejecución directa de organismos o entidades públicas. 
En el artículo 27, mediante la incorporación de una nueva disposición 
adicional a la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, y la modificación de su artículo 
42, se aclara el concepto «uso turístico» y se delimita de los usos residencia-
les. 
Por su parte, el artículo 28 modifica diversos preceptos que pretenden 
completar y mejorar la Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía en 
relación a la protección de la legalidad urbanística, la aclaración de supuestos 
de vulneración del ordenamiento jurídico urbanístico y la incidencia en la 
regulación del procedimiento para la adopción de las órdenes de suspensión 
de obras y el procedimiento de reposición de la realidad física alterada, ya 
que, en su aplicación práctica, se ha puesto de relieve la necesidad de su 
reforma y aclaración. En este orden de consideraciones hay que destacar una 
de las previsiones más polémicas de la Ley: la introducción en el artículo 31 
de la Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía de la posibilidad de que, 
ante el grave incumplimiento por parte de algún municipio en el ejercicio de 
competencias urbanísticas, se atribuya el ejercicio de las competencias de 
planeamiento a la Consejería competente en materia de ordenación del 
territorio y urbanismo, siempre que dicho grave incumplimiento afecte de 
forma manifiesta las competencias de la Comunidad Autónoma sobre estas 
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materias. Como explica la Exposición de Motivos de la Ley que se comenta 
«este grave incumplimiento supone la desaparición de la función pública del 
urbanismo, con vulneración del mandato constitucional exigido por el artículo 
47 de la Constitución Española y generando incluso alarma social, y situacio-
nes excepcionales que pudieran ser calificadas como «de descontrol urbanís-
tico». Así, dichas situaciones afectan tanto a intereses urbanísticos 
supramunicipales (a la ordenación proyectada en los terrenos clasificados 
como suelo no urbanizable de especial protección, a parques, jardines, 
espacios libres o demás reservas para dotaciones...), como a la ordenación 
territorial que para esos ámbitos municipales se pretenda establecer por la 
Administración autonómica en el ejercicio de las competencias que se 
atribuyen en el artículo 13.8 del Estatuto de Autonomía para Andalucía». En 
todo caso, este supuesto excepcional de asunción de competencias munici-
pales deberá ser acordado por el Consejo de Gobierno, previa apreciación del 
mismo por el Parlamento de Andalucía por informe favorable. Igualmente, es 
necesario, para evitar que este instrumento excepcional quede sin efecto, 
que el Acuerdo del Consejo de Gobierno se pronuncie sobre la suspensión de 
la facultad de los municipios para la firma de los convenios urbanísticos que 
en materia de planeamiento se prevén en el artículo 30 de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, y la atribuya, sólo para la consecución 
del fin propuesto, a la Administración autonómica. 
Finalmente, el artículo 29 añade una nueva disposición adicional a la Ley 
7/2002 que aclara el momento en el que habrá de pronunciarse el órgano 
competente en materia de ordenación de territorio en los supuestos previstos 
en la disposición adicional segunda de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de 
Ordenación del Territorio de Andalucía. 
En las disposiciones adicionales de la Ley se establece la titularidad del 
Patrimonio Autonómico de Suelo, se reunifican los conceptos de vivienda 
protegida con los de vivienda de protección oficial u otros regímenes de 
protección pública y se permite la aplicación del vigente Plan Andaluz de 
Vivienda y Suelo en diversos aspectos cuya regulación difiere la presente Ley 
al desarrollo reglamentario. 
Asimismo, en la disposición adicional quinta se crea el Cuerpo de Inspec-
ción de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Vivienda, como cuerpo 
superior especializado que se integra en el seno de la Función Pública 
andaluza. 
Se introduce una disposición transitoria única referida a la reserva de 
terrenos con destino a las viviendas protegidas, con independencia de la 
situación en que se encuentre la adaptación del planeamiento a la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía. 
Por último, en sus disposiciones finales, la Ley efectúa algunas modifica-
ciones legislativas que tienen por objeto armonizar determinados aspectos de 
la ordenación urbanística con lo regulado en otros cuerpos normativos. En 
este sentido, se modifica la letra b) del artículo 33 de la Ley 17/1999, de 28 
de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas, en el que se determina  
el objeto de la Empresa Pública del Suelo de Andalucía; y, con objeto de 
establecer mecanismos de conexión entre la legislación urbanística y la 
legislación que regula la implantación de grandes establecimientos comercia-
les, se modifican algunos aspectos de los artículos 36 y 37 de la Ley 1/1996, 
de 10 de enero, del Comercio Interior de Andalucía, a fin de que en el proceso 
de la autorización para la implantación de un gran establecimiento comercial, 
las Administraciones públicas competentes conozcan no sólo la incidencia 
territorial de la localización sino también de la aptitud urbanística de los 
terrenos en los que se pretende dicha ubicación. Asimismo, se incorpora una 
disposición adicional a la Ley 1/1996, de 10 de enero, del Comercio Interior 
de Andalucía, por la que se hace participar a los órganos competentes en 
materia de comercio en la tramitación del planeamiento, de forma que 
puedan manifestarse sobre la localización que el Plan General prevé para los 
grandes establecimientos comerciales. 
Ley 15/2005, de 22 de diciembre, de Artesanía 
La Constitución Española, en su artículo 130.1, dispone que los poderes 
públicos atenderán la modernización y desarrollo de todos los sectores 
económicos, entre los que se cita expresamente a la artesanía. Por su parte, 
el artículo 13.19 del Estatuto de Autonomía para Andalucía atribuye a la 
Comunidad Autónoma competencia exclusiva en materia de artesanía, y los 
apartados 2 y 3 del su artículo 12 consideran como objetivos básicos en el 
ejercicio de los poderes públicos de la Comunidad Autónoma el afianzar la 
conciencia de identidad andaluza a través de la investigación, difusión y 
conocimiento de los valores históricos, culturales y lingüísticos del pueblo 
andaluz en toda su riqueza y variedad, así como el aprovechamiento y la 
potenciación de todos los recursos económicos de Andalucía. En este orden 
de objetivos, la Exposición de Motivos de esta Ley expresa que «la artesanía 
elaborada en Andalucía constituye en muchas de sus manifestaciones la 
expresión formal y cultural de su propia historia, siendo un claro testimonio 
de las costumbres y tradiciones para la formación del patrimonio etnográfico 
de un pueblo cuyas circunstancias históricas, económicas y socioculturales 
han contribuido a que el sector artesano venga a desempeñar un papel 
relevante en la vida económica de Andalucía, constituyendo verdaderos 
tesoros humanos vivos, según definición de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. Es conveniente, por tanto, 
reconocer a la artesanía su valor como fuente generadora de empleo, medio 
de cohesión social y recurso turístico y cultural de alta potencialidad, así 
como divulgar todas aquellas manifestaciones artesanales de interés tradicio-
nal o de arraigo en la Comunidad Autónoma e Andalucía, a fin de recuperar 
la importancia cultural, social y económica que le corresponde, mejorando 
de esta forma el acceso de los artesanos y artesanas al mercado». 
En este contexto, la Ley designa entre sus finalidades más importantes las 
de: vertebrar este sector económico de la artesanía mediante la creación del 
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Registro de Artesanos de Andalucía y del Repertorio de Oficios Artesanos, 
estimular la formación de Asociaciones con objeto de mejorar la comunica-
ción entre los sectores implicados, fomentar el reconocimiento y dignidad 
social de los artesanos mediante la creación de la «Carta de Maestro 
Artesano», y, por último, regular las denominaciones de calidad y garantizar 
su correcta utilización a través del oportuno régimen sancionador. 
La Ley se estructura en siete títulos con un total de treinta artículos, una 
disposición transitoria, otra derogatoria y dos finales. El Título I, de «Dispo-
siciones generales», establece el ámbito objetivo de aplicación de la Ley 
mediante la definición de artesanía. El Repertorio de Oficios Artesanos 
delimitará el ámbito del sector artesanal, que en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía tienen el carácter de actividad artesana. 
El Título II, de «Los sujetos artesanos y su reconocimiento», regula el 
ámbito subjetivo de la Ley; así, se incluye una clasificación de los sujetos 
artesanos y se crea el Registro de Artesanos de Andalucía, con la finalidad de 
posibilitar la inscripción de los mismos en orden a su reconocimiento por parte 
de la Administración de la Junta de Andalucía. Dicha inscripción comporta la 
expedición por parte de la Consejería competente en materia de artesanía de 
la llamada «Carta de Artesano o Artesana», con una vigencia de cuatro años 
y la posibilidad de su renovación. 
El Título III, «Denominaciones de calidad de la artesanía», se ocupa de los 
distintivos de calidad del producto artesano como garantía de calidad e 
identificación de procedencia de un producto artesano, definiendo las «Zonas 
de Interés Artesanal» como aquellas agrupaciones municipales, áreas geográ-
ficas o zonas localizadas de una población en la que concurren características 
especiales de producción, comercialización o concentración de talleres 
artesanos. Como supuesto específico, más localizado, también se regulan los 
«Puntos de Interés Artesanal». 
El Título IV tiene como objeto la llamada «Carta de Maestro Artesano». 
Dicha distinción honorífica se concede a aquel artesano o artesana individual 
en quien concurran méritos extraordinarios relacionados con el manteni-
miento de su oficio, su experiencia profesional o la promoción de su actividad. 
La Comisión de Artesanía de Andalucía constituye el objeto del Título V. 
Se trata del órgano colegiado de asesoramiento adscrito a la Consejería 
competente en materia de artesanía, en el que estarán representadas las 
entidades públicas y privadas relacionadas con el sector, así como los propios 
artesanos y artesanas. 
El Título VI, bajo el epígrafe «Fomento de la artesanía», fija el objeto del 
Plan Integral para el Fomento de la Artesanía en Andalucía, que habrá de ser 
aprobado por el Consejo de Gobierno. 
El Título VII se ocupa de las «Infracciones y sanciones», regulando las 
infracciones en materia de artesanía, tipificando, entre otras, el uso indebido 
tanto del distintivo de calidad del producto artesano como de la «Carta de 
Artesano». 
Reglamento del Parlamento de Andalucía, de 28 de septiembre de 
2005 
De acuerdo con la potestad que le reconoce el artículo 27.2 del Estatuto 
de Autonomía, el Pleno del Parlamento de Andalucía aprobó a finales de 
septiembre un nuevo Reglamento que incorpora las principales demandas de 
los Grupos parlamentarios que actúan en el mismo, y cuyo acogimiento en 
esta norma de organización y funcionamiento de la Cámara parece especial-
mente aconsejable a la vista de la práctica de pasadas legislaturas. 
El presente Reglamento (cuarto con que se dota el Parlamento andaluz 
desde su entrada en funcionamiento, tras los aprobados en 1982, 1991 y 1995) 
introduce respecto de los anteriores una serie de modificaciones de desigual 
relevancia, dada su diferente naturaleza y finalidad. Así, por un lado, se 
incorporan diversas modificaciones de carácter axiológico, que inciden 
directamente en los valores y principios que informan el régimen parlamen-
tario de la Comunidad Autónoma de Andalucía; por otro lado, atendiendo a 
razones de mayor sistemática y unidad jurídica, se incorporan al Reglamento 
la práctica totalidad de las Resoluciones vigentes de carácter general 
dictadas por la Presidencia de la Cámara. 
Las principales innovaciones de este nuevo Reglamento afectan básica-
mente a tres aspectos: en primer lugar, al estatuto de los Diputados, cuya 
posición institucional y parlamentaria se ve reforzada al tiempo que se crean 
nuevos controles destinados a garantizar su dedicación a las tareas de la 
Cámara; en segundo lugar, al control de la acción del Ejecutivo, que se 
incrementa mediante la previsión de nuevos mecanismos parlamentarios y la 
modificación de otros ya existentes con el objeto de fortalecer dicho control, 
en particular por los Diputados y Grupos parlamentarios que conformen la 
oposición política al Gobierno; y, en tercer y último lugar, al propio 
funcionamiento de la Cámara y sus órganos, extremo en el que se mejoran y 
agilizan determinados procedimientos de conformidad con los requerimien-
tos detectados por la práctica parlamentaria. 
Por lo que al primero de estos aspectos se refiere, la posición institucional 
de los miembros de la Cámara, cabe destacar la referencia expresa que se 
hace del derecho de los Diputados a un tratamiento institucional y protoco-
lario preferente, en particular, en las actividades organizadas por la Adminis-
tración pública andaluza. Igualmente, se contempla por primera vez la 
posibilidad, en los términos que acuerde la Mesa de la Cámara, de que los 
Diputados puedan percibir una asignación económica temporal al perder tal 
condición por extinción del mandato o por renuncia, con lo que se quiere 
permitir su adaptación a la vida laboral o administrativa. Junto a ello, el 
nuevo Reglamento contempla medidas de control de la actividad de los 
Diputados en los órganos de la Cámara, estableciendo la publicación periódica 
por la Mesa de los datos relativos a la asistencia de los Diputados a las sesiones 
del Pleno y de las Comisiones de las que formen parte. Es de destacar, 
asimismo, la nueva regulación del Registro de Actividades, Bienes e Intereses 
de los Diputados, heredero del Registro de Intereses regulado en el Reglamen-
to del Parlamento de Andalucía de 1995, del que ahora se enfatiza su carácter 
público y su accesibilidad. 
En segundo lugar, en lo que al control de la acción del Gobierno atañe, 
destaca la novedad, que se conecta al ejercicio del derecho de información 
de los Diputados, de facultar a éstos para visitar dependencias de la 
Administración Pública de la Junta de Andalucía. Respecto a los procedimien-
tos de solicitud de información, se establecen, no obstante, dos cautelas: por 
una parte, que los datos solicitados sólo deberán ser facilitados si su 
conocimiento no conculca las garantías legalmente establecidas para la 
protección de los datos de carácter personal; y, por otra parte, que, si se trata 
de datos que constan en fuentes accesibles al público de carácter oficial, la 
Administración requerida podrá limitarse a la indicación precisa del lugar en 
el que se encuentren disponibles, siempre que sean susceptibles de reproduc-
ción 
De notable trascendencia resulta, en lo que al control de la acción del 
Ejecutivo se refiere, la posibilidad que el nuevo Reglamento confiere a cada 
Grupo parlamentario de requerir la presencia en Comisión de los responsables 
de los organismos autónomos, instituciones y empresas de la Junta de 
Andalucía, así como de otras entidades en las que sea mayoritaria la 
representación o participación directa de aquélla. Además, la función de 
control de la Comisión se refuerza con la posibilidad, derivada de la 
regulación establecida por la Ley Reguladora de la Actividad Publicitaria de 
las Administraciones Públicas de Andalucía, de que la Mesa de la Cámara 
remita periódicamente a la Comisión competente por razón de la materia la 
información que reciba del Consejo de Gobierno sobre los extremos contem-
plados en dicha Ley. 
En el mismo sentido de reforzar la fiscalización sobre la gestión guberna-
mental, se atribuye a la Oficina de Control Presupuestario, adscrita a la 
Secretaría General de la Cámara, la función de informar a los Grupos 
parlamentarios y a los miembros de la Comisión de Economía, Hacienda y 
Presupuestos sobre la documentación que se reciba en la Comisión acerca de 
la ejecución presupuestaria, de la aplicación de las inversiones y de los fondos 
europeos, así como sobre aquellos aspectos de la actividad parlamentaria que 
tengan repercusión en los ingresos y gastos públicos. Asimismo, debe desta-
carse también la nueva regulación que se establece para la creación de 
Comisiones de Investigación sobre asuntos de interés público, que podrá ser 
solicitada por el Consejo de Gobierno, un Grupo parlamentario o la décima 
parte de los miembros de la Cámara, entendiéndose automáticamente 
constituida la Comisión de Investigación excepto en el caso en que algún 
Grupo parlamentario manifestase su oposición, supuesto éste en el que el 
asunto será debatido en el Pleno, creándose finalmente aquélla salvo que se 
opusiera la mayoría de los Diputados. 
Finalmente, y con la misma finalidad de reforzar el control al Gobierno, 
el Reglamento modifica el régimen de las interpelaciones y preguntas. Por lo  
que hace a las primeras, es de reseñar la introducción de la figura de las 
interpelaciones urgentes, en número de «hasta ocho por cada período de 
sesiones». En relación a las preguntas, el número de las formuladas por los 
Diputados pertenecientes a los Grupos parlamentarios de la oposición expe-
rimenta un significativo aumento. Asimismo, se incrementa el número de 
«preguntas de máxima actualidad» que pueden formularse tanto en el Pleno 
como —y esto es nuevo— en Comisiones. También experimentan un ajuste en 
su número las «preguntas de interés general para la Comunidad Autónoma» 
dirigidas al Presidente de la Junta de Andalucía, que pasan de las cuatro 
permitidas a un nuevo máximo coincidente con el de Grupos parlamentarios 
constituidos en la Cámara, cuyos Presidentes y Portavoces tendrán garanti-
zado el derecho a formular una de estas preguntas en cada sesión plenaria. 
También ha de consignarse, en este capítulo, la cautela establecida respecto 
de la tramitación de las preguntas escritas, previéndose que las no contesta-
das en plazo se incluyan en el orden del día de la siguiente sesión de la 
Comisión competente, y que su contestación oral no relevará al Gobierno de 
su deber de contestarlas por escrito. 
En tercer lugar, el Reglamento introduce algunas novedades tendentes a 
mejorar el funcionamiento de algunos de los procedimientos existentes o 
agilizar la tramitación de otros como consecuencia de las necesidades 
manifestadas por la práctica parlamentaria. Al primero de estos objetivos 
obedece la posibilidad de que los Grupos parlamentarios o los Diputados, con 
el visto bueno de aquéllos, puedan presentar documentos por medios 
informáticos en el Registro General del Parlamento de acuerdo con las normas 
establecidas por la Mesa; la prohibición de que las Comisiones o sus Mesas se 
reúnan los días de celebración de sesión del Pleno del Parlamento; o la 
utilización de la lengua de signos española por aquellos intervinientes que lo 
necesiten. También el Reglamento consolida lo que ha sido una práctica 
parlamentaria continuada por lo que al debate de investidura respecta, al 
disponer la suspensión de la sesión hasta el día siguiente tras la conclusión de 
la intervención del candidato a la Presidencia de la Junta de Andalucía, así 
como la obligación de éste de contestar individualmente a cada uno de los 
Diputados que intervengan. Por lo que a la agilización de procedimientos se 
refiere, se reduce notablemente el plazo de tramitación de las solicitudes de 
reconsideración, al fijarse el plazo de formulación de la solicitud en los dos 
días siguientes a la notificación del acuerdo que se pretende impugnar, 
debiendo resolver la Mesa en la primera sesión que celebre tras su presenta-
ción. Por otro lado, además de convertirse en el procedimiento tipo, 
experimenta un cambio radical la tramitación del debate de totalidad, que 
se iniciará con una primera intervención del Grupo parlamentario autor de la 
iniciativa, a la que seguirá el posicionamiento del resto de los Grupos, 
cerrando el debate quien intervino en primer lugar y limitándose todos los 
tiempos de intervención a diez minutos. En cualquier caso, si varios Grupos 
parlamentarios adujeran su derecho a iniciar el debate, la Presidencia 
decidirá con arreglo al criterio de mayor representación. 
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Por otra parte se prevé la no interrupción de los plazos impuestos al 
Gobierno para la contestación de las solicitudes de información o las 
preguntas escritas formuladas por los Diputados, así como para la manifesta-
ción de su criterio acerca de la toma en consideración de las proposiciones de 
ley presentadas en la Cámara (aunque el Parlamento no celebre sesiones, 
excepción hecha del mes de agosto). Asimismo se modifica la exigencia de la 
unanimidad, que se sustituye por una mayoría de dos tercios o tres Grupos 
parlamentarios que representen la mayoría de la Cámara, para poder 
sustanciar ante el Pleno las proposiciones no de ley que planteen propuestas 
de resolución a la Cámara para que ésta manifieste una determinada voluntad 
o emita una declaración política en relación con materias de competencia 
exclusiva del Estado o de la Administración Local. 
3. JURISPRUDENCIA ADMINISTRATIVA DEL TRIBUNAL CONSTITU-
CIONAL 
La jurisprudencia constitucional correspondiente al año 2005 puede 
sistematizarse en los siguientes bloques de materias: 
3.1. Conflictos de competencias entre el Estado y las Comunida-
des Autónomas 
Han sido numerosas las controversias competenciales resueltas por el 
Tribunal Constitucional el año 2005 tanto por la vía de los conflictos de 
competencias como por la del recurso de inconstitucionalidad. 
La sentencia del Tribunal Constitucional 154/2005 (Pleno), de 9 de junio, 
resuelve varios conflictos positivos de competencias acumulados interpues-
tos por la Generalitat de Cataluña en relación con el Reglamento de seguridad 
privada, aprobado por el Real Decreto 2364/1994, de 9 de diciembre y la 
Orden del Ministerio de Justicia e Interior, de 7 de julio de 1995 que lo 
desarrolla. En concreto esta Comunidad Autónoma reivindica las facultades 
administrativas que estas normas, atribuyen a la Administración General del 
Estado en relación con los agentes de seguridad privada. El alto tribunal 
considera que estas facultades, que no tienen una naturaleza estrictamente 
policial única competencia que se ha transferido a esta Comunidad Autóno-
ma, corresponde al Estado en virtud de su competencia sobre seguridad 
pública. No obstante, estima el conflicto en relación con la obligación de la 
entrega del libro-registro que deberá hacerse a los órganos policiales 
autonómicos en lugar de a la Dirección General de la Policía, sin perjuicio de 
los mecanismos de coordinación que se prevean. También le atribuye a la 
Generalitat la competencia para autorizar los servicios que los vigilantes de 
seguridad pueden prestar con armas bajo determinadas circunstancias y la 
concesión de las distinciones honoríficas y su anotación en las cartillas 
profesionales de los agentes. 
El Magistrado García-Calvo y Montiel discrepa, en su voto particular, de 
que corresponda a los órganos policiales autonómicos la determinación de los 
servicios en los que esté permitida la utilización de armas por el personal de 
las empresas de seguridad privada en base a la competencia exclusiva 
atribuida al Estado por el artículo 149.1.26.a CE en materia de régimen de 
producción, comercio, tenencia y uso de armas. Señala que «la tenencia y uso 
de armas, por otra parte, requiere y demanda, por razones obvias, el más alto 
grado de homogeneidad en las actuaciones policiales en todo el territorio del 
Estado. Desde esta perspectiva, creo que la exclusiva competencia estatal en 
este ámbito no debe detenerse en la mera definición normativa de los tipos 
de servicios que los miembros de empresas de seguridad privada podrán 
realizar con armas de fuego, como se afirma en la Sentencia de la que 
discrepo, sino que comprende la autorización, caso a caso, de su uso. El 
carácter estrictamente inseparable e inherente de la facultad administrati-
va de autorización de uso de armas de fuego en cada supuesto concreto, 
previa valoración de las circunstancias que lo imponen en cada ocasión, 
respecto de la potestad de regular los supuestos en que este personal puede 
excepcionalmente prestar sus servicios con este tipo de armas, aconseja que 
esta competencia se residencie en el Estado...». 
Sobre el reparto de competencias en materia de educación se pronuncia 
la STC 212/2005 (Pleno), de 21 de julio. El Tribunal Constitucional, siguiendo 
la doctrina establecida en su anterior STC 188/2001, de 20 de septiembre, no 
advierte ninguna inconstitucionalidad en el hecho de que el régimen de las 
ayudas a la educación especial se haga por el Estado mediante orden 
ministerial. Se trata de subvenciones públicas que se ordenan para hacer 
efectivo el derecho de todos a la educación, apoyando las necesidades 
especiales de sus beneficiarios y compensando las condiciones socioeconómicas 
de las familias que no alcanzan determinados niveles de renta y patrimonio, 
por lo que se encuadra en la competencia estatal sobre normas básicas 
relativas a la educación. Sin embargo, precisa que vulnera las competencias 
de la Comunidad Autónoma de Cataluña en materia de enseñanza la atribu-
ción al entonces Ministerio de Educación y Cultura de la gestión centralizada 
de estas ayudas, decisión de la que disienten los Magistrado Jiménez Sánchez, 
Conde Martín de Hijas García-Calvo y Montiel y Rodríguez-Zapata Pérez. 
La sentencia del Tribunal Constitucional 253/2005 (Pleno), de 11 de 
octubre, resuelve en esta ocasión un conflicto de competencia planteado por 
el Gobierno de la Nación contra el Decreto del Gobierno Vasco 63/1998, de 
31 de marzo, por el que se aprueba el acuerdo con las organizaciones 
sindicales sobre modernización en la prestación del servicio público de la 
Justicia y su repercusión en las condiciones de trabajo del personal al servicio 
de la Administración de Justicia. El Tribunal Constitucional, aplicando la 
llamada cláusula subrogatoria prevista en el Estatuto de Autonomía Vasco que 
atribuye a la Comunidad Autónoma el ejercicio de las competencias que 
corresponde al Gobierno prevista en la Ley orgánica del Poder judicial 
considera que la Comunidad Autónoma ha asumido competencias sobre 
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Plantillas y relaciones de puestos de trabajo de los funcionarios al servicio de 
la Administración de Justicia (pudiendo establecer las condiciones técnicas 
y requisitos esenciales: la denominación del puesto, la forma de provisión por 
concurso de méritos, la experiencia en la Administración de Justicia medida 
en tiempo de servicios prestados, los conocimientos especiales, los conoci-
miento del euskera, y cualquier otra circunstancia prevista en la normativa 
vigente). También admite su competencia para establecer un régimen 
autonómico de retribuciones con un plus retributivo de cuantía variable 
siempre que se fije de forma individualizada, con los fines propios de los 
complementos específico y de productividad, y que no mantenga una 
existencia autónoma como concepto retributivo respecto de los que integran 
el régimen regulado en la Ley Orgánica del Poder Judicial. El Magistrado 
García-Calvo y Montiel formula un voto particular en relación con la conside-
ración como requisito el conocimiento del euskera en determinados puestos 
de la Administración de Justicia. Así sostiene que «la inexistencia de 
indicadores que precisen cuándo, de la naturaleza de las funciones a 
desempeñar, será razonable o proporcionado derivar la exigencia de conoci-
miento de las lenguas cooficiales para acceder al desempeño de tales puestos 
de trabajo, va a abrir indeseables espacios a la más absoluta discrecionalidad, 
cuando no a la arbitrariedad, sustentada en razones de pura oportunidad 
política, lo que constituirá una fuente de conflictos jurisdiccionales». 
El Tribunal Constitucional resuelve en sus SSTC 291/2005 (Pleno), de 10 de 
noviembre y 332/2005 (Pleno), de 15 de diciembre dos recursos de 
inconstitucionalidad planteados por Comunidades Autónomas contra leyes 
estatales que considera invasivas de sus competencias. En la primera de ellas 
se trata una impugnación constitucional promovido por la Junta de Andalucía 
en relación con el artículo 54 de la Ley 55/1999, de 29 diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social, por el que se da una nueva 
redacción al artículo e la Ley 27/1999, de 16 julio, de Cooperativas que 
considera que invade sus competencias sobre cooperativas. Esta norma prevé 
la aplicación supletoria de la ley estatal de cooperativas a las cooperativas de 
crédito cuando su ámbito territorial sea supraautonómico o estatal y realicen 
actividad cooperativizada de manera efectiva en ese ámbito. El Tribunal 
Constitucional considera que la determinación del régimen jurídico aplicable 
a estas Cooperativas se encuadra dentro de la competencia del Estado sobre 
legislación básica en materia de ordenación del crédito y que no infringe la 
doctrina constitucional acerca de la supraterritorialidad. La STC 332/2005 
(Pleno), de 15 de diciembre, estima parcialmente los recursos de 
inconstitucionalidad interpuestos por los Consejos de Gobierno de la Genera-
lidad de Cataluña, del Principado de Asturias, de Aragón y de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha en relación con el Real Decreto-ley 7/ 
2000, de 23 de junio de medidas urgentes en el sector de las telecomunica-
ciones, anulando su artículo 7.2, por vulnerar las competencias autonómicas 
en materia de industria, la previsión de que el título habilitante para que los 
particulares puedan participar en la prestación del servicio de Inspección 
Técnica de Vehículos (ITV) sea una autorización administrativa y declarando 
la competencia autonómica para dictar disposiciones complementarias de las 
del Estado sobre la determinación de los requisitos técnicos que deben 
cumplir las instalaciones de ITV, siempre que no violen los mandatos o 
impidan alcanzar los fines perseguidos por la legislación estatal. Los Magis-
trados Casas Baamonde y Gay Montalvo discrepan de la opinión mayoritaria 
que avala que por un Decreto-ley se pueda regular una materia que puede ser 
establecida por reglamento, «no porque deba respetarse una inexistente 
reserva reglamentaria, ni porque el legislador no pueda regular cualquier 
materia sin más límite que el respeto a la Constitución, sino, sencillamente, 
porque quien puede hacer tal cosa es sólo el verdadero legislador, es decir, 
las Cortes Generales, y no el Gobierno con ocasión del ejercicio, excepcional, 
de facultades legislativas». 
Pero el campo donde se ha producido un mayor número de fallos en 
conflictos competenciales durante el año 2005 ha sido, sin duda, en relación 
con el medio ambiente. Las SSTC 35/2005 (Pleno), de 17 febrero, 36/2005 
(Pleno), de 17 febrero, 81/2005 (Pleno), de 6 abril y 331/2005 (Pleno), de 15 
diciembre abordan la gestión de los parques nacionales partiendo de la 
decisiva doctrina constitucional establecida por la STC 194/2004, de 4 de 
noviembre. 
Los dos primeros fallos estiman parcialmente los recursos de 
inconstitucionalidad interpuestos por el Consejo de Gobierno de la Junta de 
Andalucía y por el Gobierno de Aragón contra determinados preceptos de la 
Ley 15/2002, de 1 julio, por la que se declara el Parque Nacional marítimo-
terrestre de las Islas Atlánticas de Galicia, en cuanto que da nueva redacción 
a los arts. 19.3, 23.5 c) y 23 ter.3 de la Ley 4/1989, de 27 marzo, de 
conservación de los espacios naturales y de la flora y fauna silvestres: gestión 
de parques nacionales por vulneración de las competencias de las Comunida-
des Autónomas en materia de espacios naturales protegidos. Se declara 
inconstitucional la potestad de aprobación por el Gobierno del Plan Rector de 
Uso y Gestión, si, transcurrido un año desde el acuerdo de la Comisión Mixta 
de Gestión, no se produce la elevación para su aprobación, la adscripción del 
Director-Conservador de un parque nacional al organismo autónomo Parques 
Nacionales y la elaboración, previo informe del Patronato y aprobación de los 
planes sectoriales que desarrollen el plan rector de uso y gestión por la 
Comisión Mixta de Gestión. Para evitar que se produzca un vacío normativo 
y quede desprotegidos jurídicamente los parques nacionales, se pospone la 
nulidad de determinados preceptos declarados inconstitucionales hasta el 
momento en el que las Comunidades Autónomas regulen las modalidades de 
gestión de los parques nacionales de su competencia. 
Estas sentencias cuenta con unos jugosos votos particulares. Entre ellos 
debe destacarse el formulado por el Magistrado Rodríguez-Zapata Pérez 
quien señala que aunque estos recursos se plantearon contra la Ley 15/2002, 
de 1 de julio, por la que se declara el Parque Nacional marítimo-terrestre de 
las Islas Atlánticas de Galicia, lo que se recurrió no fue este parque sino las 
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modificaciones introducidas en la Ley 4/1989, de 27 marzo, de conservación de 
los espacios naturales y de la flora y fauna silvestres en relación con la gestión 
de los parques nacionales. Por eso precisa que la doctrina contenida en la STC 
194/2004 se refiere a casos distintos al de las Islas Atlánticas de Galicia en los 
que una Comunidad Autónoma comparte con el Estado ámbitos territoriales de 
competencia por tratarse de parques nacionales marítimo-terrestres. 
La STC 81/2005 (Pleno), de 6 de abril, anula, aplicando esta misma 
jurisprudencia, diversos artículos de la Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que 
se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada en el recurso de inconstitucionalidad 
interpuesto por el Parlamento de Andalucía, posponiendo también sus 
efectos al momento en el que una Ley andaluza sustituya los preceptos 
declarados inconstitucionales. 
La sentencia constitucional 331/2005 (Pleno), de 15 de diciembre consti-
tuye el contrapunto a las tres anteriores. En este caso el recurso de 
inconstitucionalidad fue planteado por el Presidente del Gobierno contra la 
Ley del Parlamento de Andalucía 8/1999, de 27 de octubre, del espacio 
natural de Doñana. Esta Ley unificó en la categoría de espacio natural 
protegido las declaraciones de parque nacional y de parque natural de Doñana 
y estableció un sistema de gestión unitaria. En el fallo sólo se anula la 
atribución al Consejo de Participación, que es un órgano de cooperación 
integrado por la Administración Autonómica, otras Administraciones Públicas 
y particulares, de la función de aprobar los planes sectoriales que desarrollen 
el Plan Rector de Uso y Gestión por estimar que la competencia corresponde 
en exclusiva a la Comunidad Autónoma. En contra de la opinión mayoritaria 
del Pleno, el Magistrado Jiménez Sánchez defiende la constitucionalidad de 
esta previsión razonando que «el sustrato lógico de fundamentación jurídica 
de la Sentencia puede reconducirse a la premisa de que en el apartado 
declarado inconstitucional la Ley andaluza ha renunciado al ejercicio de 
competencias propias (que textualmente se califican de «irrenunciables»)» 
lo que rechaza afirmando que «la normativa establecida por la Ley autonó-
mica en ningún momento desplaza a otras instancias aquel ejercicio, sino que 
crea (art. 14) un órgano, el Consejo de Participación, «adscrito, a efectos 
administrativos, a la Consejería de Medio Ambiente» (es decir, que forma 
parte de la Administración del Ente autonómico), cuya composición y 
régimen de funcionamiento regula (art. 15). La inclusión en dicho Consejo de 
representantes «de la Administración del Estado y de la Administración 
Local, de las organizaciones y agentes sociales y económicos y de la 
comunidad científica», cuyo número y cuya forma de designación se deter-
minarán por preceptos reglamentarios autonómicos (art. 15.1), no supone 
que la Comunidad Autónoma abdique de ninguna potestad, puesto que la 
regulación establecida en la Ley 8/ 1999 no lleva consigo la atribución a dichas 
representaciones de la competencia para ejercer funciones propias del Ente 
autonómico, sino que mantiene residenciadas tales funciones en un órgano 
adscrito a la Administración andaluza y, por tanto, encuadrado funcional y 
jerárquicamente en ella». 
Por último, también sobre materia medioambiental hay que destacar la 
STC 33/2005 (Pleno), de 17 de febrero, que resuelve el conflicto interpuesto 
por la Generalidad de Cataluña contra el RD 2200/1995, de 28 diciembre, por 
el que se aprueba el Reglamento de la infraestructura para la calidad y la 
seguridad industrial, anulando diversos preceptos que otorgan a la Adminis-
tración General del Estado funciones ejecutivas para el nombramiento de 
entidades de acreditación respecto del sistema comunitario de gestión y 
auditoría medioambientales. 
3.2. El derecho a una tutela judicial efectiva en relación con las 
actuaciones administrativas 
Como es habitual el grueso de las sentencias administrativas que nuestro 
Tribunal Constitucional ha dictado en 2005 ha sido en vía de recurso de 
amparo sobre lesión del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva por 
actuaciones de los órganos judiciales del orden contencioso-administrativo. 
Dentro de este grupo de sentencias el alto Tribunal se ha empleado con 
vigor para combatir decisiones jurisdiccionales de inadmisión de recursos 
contencioso-administrativos o de recursos contra sentencias incompatibles 
con este derecho fundamental en aplicación del principio pro actione. De este 
modo, otorga el amparo y ordena admitir un recursos contencioso-adminis-
trativo que se presentó, por circunstancias excepcionales (el recurrente 
residía en el extranjero), ante un registro público distinto al del órgano 
judicial (SSTC 20/2005 (Sala Segunda), de 1 de febrero y 283/2005 (Sala 
Primera), de 7 de noviembre), declara admisible el recurso interpuesto 
contra un acto presunto sin haber solicitado el correspondiente certificado 
(STC 73/2005 (Sala Primera), de 4 de abril), obliga a que se permita la 
subsanación de la falta de postulación en la presentación de un recurso de 
apelación (STC 58/2005 (Sala Primera), de 14 de marzo) y de casación [STC 
304/2005 (Sala Segunda), de 12 de diciembre], tacha de irrazonable y 
contraria a la letra de la Ley y a su sentido la inadmisión de un recurso 
contencioso-administrativo por el Tribunal Superior de Justicia de Cantabria 
que fue interpuesto erróneamente ante un Juzgado, apartándose de las 
indicaciones contenidas en el pie de recurso de la resolución, pero dentro del 
plazo de dos meses, apoyándose en que desde la fecha que le fue notificada 
al demandante la Resolución recurrida hasta que las actuaciones procesales 
se remitieron a la Sala por el Juzgado transcurrió con exceso el plazo de 
interposición del recurso [SSTC 44/2005 (Sala Segunda],.de 28 de febrero, 
147/2005 (Sala Segunda), de 6 de junio y 323/2005 (Sala Segunda), de 12 de 
diciembre), también califica de arbitraria que se inadmita la impugnación de 
las puntuaciones finales de un proceso de selección de personal, en el que la 
recurrente pedía la exclusión de un candidato, por entender el órgano judicial 
que se impugnaba un acto firme y consentido como era el listado definitivo 
de admitidos y excluidos [STC 132/2005 (Sala Primera), de 23 de mayo y en 
términos semejantes la STC 243/2005 (Sala Primera), de 10 de octubre], 
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obliga a tramitar un recurso de casación que había sido admitido 5 años antes 
y que por una nueva interpretación rigorista y desproporcionada del Tribunal 
Supremo se inadmite [STC 248/2005 (Sala Primera), de 10 de octubre] y un 
recurso contencioso-administrativo que se inadmitió por no haber formulado 
de manera expresa en el suplico de la demanda la pretensión y el concreto 
acto impugnado [STC 294/2005 (Sala Primera), de 21 de noviembre] y, por 
último, reconoce la legitimación de los sindicatos para recurrir el acuerdo de 
un Ayuntamiento por el que se aprueban las bases para la provisión en 
propiedad de una plaza de Sargento que le había sido denegada por entender 
el órgano judicial que en el ámbito de la negociación colectiva ésta se 
deposita exclusivamente en la mesa de negociación y para impugnar unos 
acuerdos municipales relativos a la modificación de la plantilla y de las bases 
de convocatoria [SSTC 28/2005 (Sala Segunda), de 14 de febrero y 74/2005 
(Sala Primera), de 4 de abril, respectivamente] y de una Asociación de 
Consumidores y Usuarios para defender los intereses de dos asociados en 
relación con una convocatoria de ayudas para la adquisición de viviendas [STC 
219/2005 (Sala Primera), de 12 de septiembre]. 
Por su importancia merece un análisis singular el fallo recogido en la 
sentencia Constitucional 64/2005 (Sala Segunda), de 14 de marzo, que reitera 
después en la STC 239/2005 (Sala Segunda), de 26 de septiembre. La entidad 
recurrente presentó el 12 abril un recurso contencioso-administrativo, 
deduciendo al mismo tiempo la correspondiente demanda, contra una 
Resolución sancionadora del Director General de Trabajo y Seguridad Laboral 
de la Consellería d'Economía, Hisenda i Ocupació de la Generalitat Valencia-
na que le había sido notificada el 11 de febrero de 2002. Admitida a trámite 
la demanda y seguido el proceso contencioso-administrativo por los trámites 
del procedimiento abreviado, la Administración demandada alegó que el 
recurso era inadmisible por extemporáneo, al haber sido presentada la 
demanda un día después del vencimiento del plazo de dos meses. Esta causa 
de inadmisión fue acogida por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de 
Castellón que rechazó, modificando así su criterio anterior, la aplicación 
supletoria de lo dispuesto en el artículo 135.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
de 2000 que permite la presentación de los escritos sujetos a plazo hasta las 
15 horas del día hábil siguiente al vencimiento del plazo. Frente a esta 
rigorista decisión judicial la sentencia afirma que «contrariamente a lo 
acontecido en otras ocasiones, las resoluciones judiciales afirman 
apodícticamente que la Ley de la jurisdicción contencioso-administrativa 
contiene «una regulación específica y completa que impide acudir a esa 
legislación supletoria» (refiriéndose al art. 135.1 LECiv), pero no ofrecen una 
respuesta a cómo y dónde el demandante, en aplicación de esa 
pretendidamente completa regulación de la materia, debería haber presen-
tado la demanda fuera del horario ordinario en el que permanece abierto el 
Registro para preservar su derecho a disponer del plazo en su integridad. Esta 
carencia marca el límite de nuestro enjuiciamiento, pues hemos de detener-
nos en la constatación de que, mediante una argumentación que no supera  
el canon de razonabilidad por argumentar a partir de unos presupuestos 
inexistentes, los órganos judiciales han impedido a la demandante de amparo 
disponer de la integridad del plazo establecido legalmente para la impugna-
ción jurisdiccional de la resolución administrativa, vulnerándose así el 
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva...» (F.J. 4.°). 
Fuera de los casos de inadmisión son también abundantes los amparos 
constitucionales dictados en relación con sentencias administrativas. En 
relación con el derecho a la práctica de la prueba en un recurso contencioso-
administrativo, la STC 4/2005, de 17 de enero de 2005 estima el amparo dado 
que el demandante demostró que la prueba propuesta, y denegada por el 
órgano judicial, era determinante para la resolución final del proceso; 
mientras que sus sentencias 129/2005 (Sala Primera), de 23 de mayo y 174/ 
2005 (Sala Primera), de 4 de julio, los desestiman por la ausencia de una 
argumentación convincente por el recurrente sobre lo decisivo de la prueba 
y por la negligencia en que incurre en su práctica, respectivamente. 
Las SSTC 7/2005 (Sala Segunda), de 17 de enero y 268/2005 (Sala Segunda), 
de 24 de octubre estiman los amparos interpuestos contra sentencias que 
modifican, sin motivarlo, el criterio seguido en fallos anteriores. Por el 
contrario, la STC 76/2005 (Sala Segunda), de 4 de abril no otorga el amparo 
porque el cambio de criterio del órgano judicial aparece objetivamente 
justificado. La cuestión abordada en la STC 146/2005 (Sala Segunda), de 6 de 
junio se refiere a la extensión de los efectos de las sentencias. El Tribunal 
Constitucional no considera contrario al derecho a una tutela judicial efectiva 
que no se extiendan los efectos de una sentencia favorable a la persona que 
no había acreditado los requisitos exigidos a los favorecidos por el fallo. La 
STC 32/2005 (Sala Segunda), de 15 de febrero y 269/2005 (Sala Segunda), de 
24 de octubre aborda la delicada cuestión relativa a la existencia de distintos 
fallos sobre un mismo asunto. El Tribunal Constitucional deniega el amparo 
solicitado en relación con la inadmisión por la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana 
del recurso de casación por existencia de litispendencia al constatar que el 
recurrente había impugnado dos actos, obtenidos por silencio, originados a 
partir de la misma solicitud de licencia. 
Son estimatorios por vulneración del derecho a una tutela judicial efectiva 
los amparos resueltos por las SSTC 5/2005 (Sala Segunda), de 17 de enero y 
115/2005 (Sala Segunda), de 9 de mayo, 187/2005 (Sala Primera), de 4 de julio 
por separarse el órgano judicial en la ejecución de la sentencia del contenido 
del fallo; por las sentencias 133/2005 (Sala Primera), de 23 de mayo y 158/ 
2005 (Sala Primera), de 20 de junio por dejarse de pronunciarse el Tribunal 
a quo respecto de nuevos argumentos jurídicos añadidos como fundamento 
de las pretensiones planteadas en vía administrativa (no así la STC 210/2005 
(Sala Segunda), de 18 de julio, que deniega el amparo solicitado porque la 
sentencia recurrida motivó su decisión de no enjuiciar una pretensión nueva 
y distinta a las deducidas en vía administrativa, introducida en el acto de la 
vista): por las SSTC 135/2005 (Sala Segunda), de 23 de mayo, 207/2005 (Sala 
J. A. Carrillo Donaire, R; Galán Vioque, E. Guichot Reina y A. SáncherSáez 
 
Crónica Jurídica Hispalense/Derecho Administrativo 
 
49 
   
Segunda), de 18 de julio y 246/2005 (Sala Primera), de 10 de octubre por 
emplazar indebidamente a las posibles partes por edictos en lugar de en su 
domicilio que era localizable, por la STC 79/2005 (Sala Segunda), de 4 de abril 
por desestimar, sin entrar en el fondo, un recurso de apelación que el 
recurrente presentó con un escrito en el que se limitaba a dar por reprodu-
cidos los hechos y fundamentos de derecho expuesto en los escritos presen-
tados en la primera instancia, por las SSTC 142/2005 (Sala Primera), de 6 de 
junio, 147/2005 (Sala Segunda), de 6 de junio y 290/2005 (Sala Primera), de 
7 de noviembre ya que incurren en un error patente que determinó que 
dejaran sin resolver el fondo del asunto y por las SSTC 149/2005 (Sala 
Segunda), de 6 de junio, 196/2005 (Sala Primera), de 18 de julio y 221/2005 
(Sala Segunda), de 12 de septiembre y 311/2005 (Sala Primera), de 12 de 
diciembre, por carecer de motivación. 
Finalmente, son varios los amparos en los que el Tribunal Constitucional 
se pronuncia sobre una alegada incongruencia omisiva de las sentencias 
recurridas. Así en su sentencia 193/2005 (Sala Primera), de 18 de julio, otorga 
el amparo por no haberse pronunciado expresamente sobre su petición, como 
medida cautelar, de suspensión de lanzamiento de la Vivienda de Protección 
Oficial que ocupaba. Es particularmente interesante la doctrina sentada por 
la sentencia 103/2005 (Sala Segunda), de 9 de mayo. El recurrente había 
obtenido una sentencia favorable en la primera instancia que no había 
entrado a conocer del segundo motivo de oposición que había formulado en 
la demanda, una vez estimado el primero. El Tribunal Superior de Justicia del 
Principado de Asturias estima el recurso de apelación pero tampoco se 
pronuncia sobre este motivo de oposición que, por lo tanto, queda 
imprejuzgado. Incluso a pesar de que el recurrente advirtiera expresamente 
de esta circunstancia y pidiera que de estimarse el recurso se retrotayerá el 
proceso para que el Juzgado a quo se pronunciara sobre esta cuestión. Este 
Tribunal justificó su decisión en el hecho de que el recurrente no se había 
adherido a la apelación. El Tribunal Constitucional aprecia la existencia de 
una incongruencia omisiva señalando con rotundidad que «al no haber 
obtenido el ahora recurrente en amparo una respuesta de fondo sobre tal 
cuestión, la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Tribunal Superior de 
Justicia del Principado de Asturias ha lesionado el derecho a la tutela judicial 
efectiva, como se denuncia en la demanda de amparo, pues los motivos en 
los que justifica la ausencia de respuesta son, por una parte, irrazonables (la 
Sala no puede exigir al recurrente que se adhiera a la apelación siendo la 
Sentencia favorable, cuando el art. 85.4 LJCA exige perjuicio para poder 
adherirse a la apelación) y, por otra, desproporcionados, pues el supuesto 
error de solicitar la retroacción de actuaciones no puede determinar la falta 
de respuesta a la cuestión planteada, ya que dicho error podía haber sido 
subsanado por la propia Sala efectuando ella misma el enjuiciamiento de tal 
cuestión».  
3.3. La potestad sancionadora de las Administraciones Públicas 
Las sentencias constitucionales recaídas en este periodo sobre la potestad 
sancionadora de las Administraciones Públicas se dividen en dos bloques: 1) 
las que enjuician si se cumple el principio de legalidad previsto en el artículo 
25 de nuestra Constitución y 2) las que se ocupan de comprobar si en el 
ejercicio de la potestad sancionadora se ha vulnerado algún derecho funda-
mental. 
A juicio de nuestro alto Tribunal no superaba la exigencia del principio de 
legalidad el régimen sancionador previsto para los concesionarios de expen-
dedurías de tabaco por la insuficiencia de la remisión en blanco que hace el 
artículo 8.4 Ley 38/1985, de 22 de noviembre, del monopolio fiscal de tabacos 
(SSTC 26/2005 (Sala Primera), de 14 de febrero y 54/2005 (Sala Primera), de 
14 de marzo). Este fallo cuenta con un voto particular del Magistrado García-
Calvo y Montiel que defiende la desestimación del amparo dada la relación de 
especial sujeción que une al concesionario de un estanco con la Administra-
ción. Idéntica solución se va aplicar a los productores de vino, cuyo régimen 
sancionador tiene también naturaleza reglamentaria, en la STC 172/2005 
(Sala Segunda), de 20 de junio. 
En relación con el ejercicio de la potestad sancionadora por la Administra-
ción hay que destacar la STC. 126/2005 (Sala Primera), de 23 de mayo que 
estima el recurso de amparo y, en consecuencia, anula la sanción de cierre 
de un bar durante seis meses que había impuesto el Excmo. Ayuntamiento de 
Córdoba en el año 1994, y que había sido confirmada por los Tribunales, ya 
que se dictó sin comunicar a la entidad infractora los hechos en que se basaba 
la sanción y sin concederle trámite de audiencia y permitirle realizar prueba 
alguna. Por su parte, la sentencia constitucional 164/2005 (Sala Segunda), de 
20 de junio otorga el amparo solicitado en relación con unas sanciones 
tributarias, también avaladas judicialmente, que se impusieron al recurrente 
sin desvirtuar el principio de inocencia ya que la Administración no acreditó 
la existencia de un mínimo de culpabilidad y de ánimo defraudatorio y por la 
insuficiente motivación de las liquidaciones de las que traían causa que se 
realizaron poniendo, por métodos informáticos, asteriscos en las casillas en 
las que existían discrepancias con la autoliquidación que había efectuado. Por 
el contrario, la sentencia 242/2005 (Sala Primera), de 10 de octubre, 
desestima el amparo solicitado respecto de una sanción administrativa 
impuesta al titular de una oficina de farmacia por incumplimiento del turno 
de guardia nocturno ya que aparece en el expediente una prueba de cargo 
válida y suficiente que consiste en informes policiales que fueron debidamen-
te ponderados por los órganos judiciales. 
Merece destacarse el asunto resuelto por la sentencia 269/2005 (Sala 
Segunda), de 24 de octubre. El Excmo. Ayuntamiento de Málaga había girado 
a la entidad recurrente una serie de liquidaciones tributarias relativas al 
Impuesto de Actividades Económicas. A partir de estas liquidaciones le 
impuso las correspondientes sanciones tributarias a pesar de que unas 
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sanciones idénticas, pero de otros periodos impositivos, habían sido anuladas 
jurisdiccionalmente por la falta de claridad de la norma aplicada y la 
existencia de discrepancias interpretativas razonables entre la Administra-
ción y el contribuyente. La sentencia que comentamos, sorprendentemente 
estima el amparo interpuesto contra la sentencia del Juzgado de lo conten-
cioso-administrativo de Málaga que rechazó la nulidad de las sanciones 
alegada y, además, condenó en costas a la entidad recurrente sin tener en 
cuenta la existencia de las sentencias previas de signo contrario. El Tribunal 
Constitucional señala que «no se motiva suficientemente en la Sentencia la 
afirmación de que la claridad de la norma es bastante para deducir el 
carácter sancionable de una actuación que la parte presentó como razonable 
interpretación de aquélla, máxime cuando la tesis contraria a dicho carácter 
se basó por la recurrente en una previa resolución judicial (presentada como 
documental que acompañaba al escrito de demanda) dictada en un caso 
prácticamente idéntico fallado, ello no obstante, en sentido diametralmen-
te opuesto. La motivación de la Sentencia impugnada es, por las razones 
expuestas, contraria al derecho fundamental a la efectividad de la tutela 
judicial y, por igual motivo, también lo es la condena en costas, ya que la 
pretensión ejercitada por la actora, lejos de ser temeraria, estaba jurídica-
mente fundada y basada en la previa Sentencia dictada por el Juzgado núm. 
2, que sostuvo, precisamente, la ilegalidad de las sanciones impugnadas al 
no existir en la recurrente ánimo de defraudar al fisco» (F.J. 3.°). 
3.4. La función pública 
Los pronunciamientos constitucionales recaídos en materia de función 
pública se han producido en la vía del control de la constitucionalidad de las 
leyes, curiosamente todos ellos a través de cuestiones de inconstitucionalidad 
elevadas por los tribunales, o por vía de amparo. 
La STC 83/2005 (Pleno), de 7 de abril, resuelve una cuestión de 
inconstitucionalidad planteada por la Sala de lo contencioso-administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Navarra en relación con la Ley Foral 17/ 
1994, de 2 noviembre, que regulariza la aplicación del sistema retributivo 
instaurado por el estatuto del personal al servicio de las Administraciones 
públicas de Navarra. Las circunstancias que rodean al pleito donde se planteó 
esta cuestión no pueden ser más rocambolescas. 
En 1987 la Sala de lo contencioso-administrativo de la entonces Audiencia 
Territorial de Pamplona dictó una sentencia por la que se reconocía a los 
funcionarios de la Administración foral y de los Municipios navarros un 
quinquenio extraordinario que fue revocada posteriormente por el Tribunal 
Supremo por el cauce extraordinario de la apelación en interés de ley en 1990. 
Entre estas dos fechas más funcionarios obtuvieron sentencias favorables, 
otros llegaron a la misma situación por medio de autos judiciales que 
extendieron a su favor los efectos de la sentencia 1987 y, finalmente, a otros 
se les reconoció el derecho mediante acuerdos adoptados por la Administra- 
ción pública de la que dependían dictados de forma condicionada a la legalidad 
de los quinquenios. En esta última situación se encontraban los recurrentes en 
el proceso a quo, funcionarios del Excmo. Ayuntamiento de Tafalla. 
Con posterioridad una serie de sentencias constitucionales y jurisdicciona-
les declararon nulos estos quinquenios con lo que surgió la obligación de los 
funcionarios públicos de proceder a su devolución. Para facilitar esta 
devolución se aprobó la citada Ley foral de 1994. Lo que se impugnaba en el 
proceso a quo era, por lo tanto, la obligación y la forma de devolución del 
dinero recibido que establecía esta Ley. Para el Tribunal que plantea la 
cuestión las dudas de inconstitucionalidad se sitúan en relación con una 
posible vulneración del principio de irretroactividad de las disposiciones 
sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales y de 
seguridad jurídica garantizados en el artículo 9.3 de la Constitución, con la 
lesión de la autonomía municipal y la invasión de competencias estatales en 
materia de legislación procesal y sobre procedimiento administrativo. 
Todos estos motivos son rechazados por el Tribunal Constitucional porque, 
en primer lugar, el reconocimiento de los quinquenios no es una situación 
jurídica con efectos ya producidos y agotados si no que vienen establecidos 
por un acto administrativo sometido a una condición resolutoria. Precisamen-
te la existencia de esta condición impide hablar de quiebra de la seguridad 
jurídica. Por otra parte, la autonomía municipal no implica que el Legislador 
no pueda regular diversos ámbitos de la actuación del municipio como las 
retribuciones de los funcionarios. Tampoco los preceptos legales cuestiona-
dos regulan ningún proceso de ejecución de sentencia, sino la actuación 
administrativa de ejecución de un acto administrativo sometido a condición 
resolutoria cuando se ha cumplido dicha condición resolutoria, que, además, 
nada tiene que ver con la revisión de actos nulos y la declaración de lesividad 
de actos anulables. 
Las sentencias 330/2005 (Pleno), de 15 de diciembre y 252/2005 (Pleno), 
de 11 de octubre, que desestiman sendas cuestiones de inconstitucionalidad 
planteadas contra leyes autonómicas, abordan la problemática integración 
del personal dentro de una Administración Pública. En el primer fallo, nuestro 
alto Tribunal considera que no infringe el principio de igualdad constitucional 
el establecimiento de un período de transitoriedad para la homologación 
salarial del personal laboral transferido de otras Administraciones a la 
Administración de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares. La STC 252/ 
2005, por su parte, declara compatible con la autonomía local la integración 
forzosa en su plantilla del personal no docente de las llamadas ikastolas que 
pasan a integrarse, en virtud de la Ley del Parlamento Vasco 2/1993, de 19 
febrero, de cuerpos docentes objeto de la cuestión, en la red de la escuela 
pública vasca. 
El asunto resuelto por la STC 139/2005 (Pleno), de 26 mayo, es de la mayor 
trascendencia ya que resuelve la cuestión de inconstitucionalidad elevada por 
el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en relación con la disposición 
final 2.a de la Ley 8/1987, de 8 junio, de Planes y fondos de pensiones, en la 
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redacción dada por el apartado 23 de la disposición adicional 11.a de la Ley 
30/1995, de 8 noviembre, de Ordenación y supervisión de los seguros privados 
que prevé la posibilidad de que las Administraciones Públicas constituyan 
fondos de pensiones para su personal funcionario o laboral por posible 
contradicción con los arts. 14, 103.3, 117.3 y 134.2 de la Constitución. 
Nuestro alto Tribunal rechaza todos estos motivos de inconstitucionalidad. En 
relación con la alegada infracción del principio de igualdad se afirma en al 
sentencia que aunque sea «cierto que el uso de esta habilitación por las 
diferentes entidades públicas contempladas en su ámbito subjetivo puede 
dar lugar a eventuales situaciones discriminatorias, en la medida en que, 
dentro de una misma Administración, se hiciesen participar en los planes de 
pensiones a unos u otros funcionarios públicos diferenciándolos sin causa 
constitucionalmente justificada. Ahora bien, se trataría en tal supuesto, en 
primer lugar, de una vulneración de la Ley reguladora de los planes (Ley 8/ 
1987) en cuanto que ella misma, en su art. 5, ordena la no discriminación y, 
en segundo lugar, y en todo caso, de una vulneración también del principio 
de igualdad en la aplicación de la Ley, que no de una discriminación 
directamente causada por la Ley. No es éste un efecto que quepa inferir 
directa e inexorablemente del contenido normativo de la disposición final 
segunda LPFP, por lo que no procede formular reproche alguno de 
constitucionalidad al legislador en este punto. Por otro lado, obvio es 
recordarlo, esa hipotética vulneración del mandato de no discriminación 
contenido en la Ley y, por supuesto, del derecho fundamental invocado habrá 
de ser reparada, en cada supuesto concreto, por los órganos judiciales y, 
llegado el caso, por este Tribunal Constitucional, en el ejercicio de sus 
respectivas funciones jurisdiccionales» (F.J. 6.°). 
En el año 2005 se han resuelto 6 recursos de amparo en materia de función 
pública. La STC 195/2005 (Sala Primera), de 18 de julio, otorga el amparo a 
un funcionario de policía por infracción del principio de legalidad porque fue 
sancionado disciplinariamente en virtud del artículo 7.2 del Reglamento de 
Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía que había sido anulado 
previamente por el Tribunal Supremo. Cuatro de ellos han versado sobre 
supuestos de mobbing o discriminación laboral. Las SSTC 216/2005 (Sala 
Primera), de 12 de septiembre y 336/2005 (Sala Primera), de 20 de diciembre 
otorgan el amparo a los recurrentes que se vieron discriminados como 
consecuencia del ejercicio de actividades sindicales dentro de la Administra-
ción. Mientras que las SSTC 220/2005 (Sala Primera), de 12 de septiembre y 
336/2005 (Sala Primera), de 20 de diciembre los desestiman por no haber 
aportado el recurrente, pese a la inversión de la carga de la prueba existente 
a su favor, ningún indicio razonable del acto empresarial discriminatorio. Por 
último, la STC 222/2005 (Sala Segunda), de 12 septiembre, declara la 
violación del derecho a la libertad sindical de un sindicato que fue excluido 
de la Comisión de la mesa negociadora creada para el seguimiento del 
Acuerdo de modificación de la relación de puestos de trabajo de personal 
funcionario administrativo y de servicios por no haberlo firmado.  
3.5. Universidades 
En el año 2005 se ha dictado una sentencia destacada en relación con las 
Universidades, la 47/2005 (Pleno), de 3 de marzo. Esta sentencia desestima 
íntegramente el recurso de inconstitucionalidad promovido por 119 Diputados 
del Grupo Parlamentario Socialista del Congreso, en relación con diversos 
preceptos de la Ley 2/1996, de 27 diciembre, de la Generalitat Valenciana, 
por la que se crea la Universidad Miguel Hernández de Elche. Nuestro alto 
Tribunal rechaza todos los motivos de impugnación alegados consistentes en 
la vulneración de la autonomía universitaria y del principio de interdicción de 
la arbitrariedad de los poderes públicos y de las competencias del Estado en 
materia de educación respecto de la decisión que toma de readscripción de 
determinados centros y enseñanzas de la Universidad de Alicante a la nueva 
Universidad. Los magistrados Pérez Tremps y Pérez Vera discrepan de esta 
decisión y, sin perjuicio del carácter extemporáneo del recurso que sostienen 
y tampoco fue aceptado por la mayoría del Tribunal, defienden que el recurso 
«debería haberse estimado por no haberse oído a la Universidad de Alicante 
en el proceso de creación de la Universidad Miguel Hernández de Elche, 
viciándose así la Ley impugnada». 
Como curiosidad cabría citarse la STC 306/2005 (Sala Primera), de 12 de 
diciembre que estima un recurso de amparo interpuesto contra una sentencia 
dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Cantabria que anuló una 
sentencia parcialmente estimatoria del Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo n.° 3 de Santander. Esta primera sentencia anuló el acuerdo del 
Consejo de Departamento de Derecho Privado de la Universidad de Cantabria 
por el que se decidió no proponer la renovación del contrato como profesor 
asociado del recurrente. El amparo se otorga por violación del derecho a una 
tutela judicial efectiva porque el presidente del órgano judicial decisor, que 
no se abstuvo, era también profesor asociado de dicha Universidad, creando 
dudas sobre su parcialidad. 
3.6. Expropiación forzosa 
Ha sido la jurisprudencia constitucional la que ha dado carta de naturaleza 
a las denominadas leyes medida, o leyes singulares. El principal problema que 
plantea esta figura es la dificultad de su control judicial ya que la falta de 
legitimación de los ciudadanos para interponer recursos de inconstitucionalidad 
hace que el derecho a una tutela judicial sólo pueda hacerse efectivo, de 
acuerdo con una firme doctrina constitucional, por la vía alambicada de tener 
que recurrir judicialmente algún acto de aplicación de la ley e instar antes los 
órganos judiciales el planteamiento de una eventual cuestión de 
inconstitucionalidad. 
Esto es lo que sucede en el asunto resuelto por la sentencia 48/2005 
(Pleno), de 3 de marzo que estima una cuestión de inconstitucionalidad 
promovida por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
J. A. Carrillo Donaire, R. Galán Vioque, E. Guichot Reina y A. Sánchez Sáez 
  
 
Crónica Jurídica Hispalense/Derecho Administrativo 
  
de Justicia de Canarias, en relación con la Ley del Parlamento de Canarias 2/ 
1992, de 26 de junio, sobre declaración de utilidad pública de la expropiación 
forzosa de los edificios núm. 5 de la calle Teobaldo Power y núms. 44 y 46 de 
la calle Castillo, en Santa Cruz de Tenerife, para proceder a la ampliación de 
la sede del Parlamento de Canarias. En este caso se trata de una expropiación 
legislativa de carácter singular. En desarrollo de esta Ley se dictó por el 
Gobierno de Canarias el Decreto 142/1993, de 30 de abril, por el que se 
declara urgente la ocupación de los bienes y derechos afectados por la 
expropiación forzosa iniciada por la Consejería de Economía y Hacienda del 
Gobierno de Canarias con motivo de la ampliación de la sede del Parlamento 
autonómico en cuya impugnación contencioso-administrativa se planteó esta 
cuestión de inconstitucionalidad. 
El Tribunal Constitucional va a afinar en esta sentencia la intensidad de su 
intervención de control señalando que «un acto legislativo expropiatorio sólo 
será constitucionalmente admisible si el control jurisdiccional que admiten 
las normas con rango de Ley (recurso directo, cuestión y autocuestión de 
inconstitucionalidad; esta última previo amparo) es suficiente, en cada caso, 
para brindar una tutela materialmente equivalente a la que puede dispensar 
frente a un acto administrativo un Juez de lo contencioso. Por tanto, la forma 
legislativa únicamente será admisible si todas las lesiones que eventualmen-
te le sean imputables pueden corregirse con el normal ejercicio de la 
jurisdicción constitucional, sin desnaturalizarla o pervertirla para, forzando 
su naturaleza, extenderse también sobre extremos de la disposición que sólo 
están al alcance de la jurisdicción ordinaria. Esta necesaria correspondencia 
entre las posibilidades de defensa de los derechos e intereses legítimos, por 
un lado, y el instrumentario que para su ejercicio efectivo puede dispensarse 
en los procedimientos de control de constitucionalidad de la Ley, por otro, 
delimita el umbral de las circunstancias excepcionales que justifican la 
figura de la Ley expropiatoria singular. Circunstancias que sólo podrán darse 
si la idoneidad de los bienes a expropiar es indiscutible en atención al fin 
legítimamente perseguido y si la naturaleza misma de esos bienes, su 
identidad, diversidad o localización convierten en imposible, por insuficien-
te, el recurso a la simple acción administrativa» (F.J. 6.°). 
A continuación el juicio de fondo que hace acerca de la inexistencia de una 
necesidad de ocupación no puede ser más demoledor señalando, con un cierto 
tono de enfado, que «los bienes en cuestión no son los únicos que podrían 
permitir eventualmente la ampliación de la referida sede, como se despren-
de del examen del plano parcelario de la manzana donde se ubica la Cámara 
autonómica y, sobre todo, atendido el dato de que el propio legislador 
canario viene a admitir la existencia de otros inmuebles también idóneos, por 
cuanto el art. 2 de la Ley habilita a la Administración para expropiarlos. 
Partiendo de esta realidad y de la circunstancia de que la Ley autonómica 
analizada contiene una medida expropiatoria de naturaleza singular de 
ciertos derechos patrimoniales, sería indispensable para verificar su necesi-
dad una justificación específica que ni la Ley ofrece por sí ni este Tribunal  
puede determinar en un juicio sobre aquella realidad fáctica, cuya sede 
propia es la de la jurisdicción ordinaria» [F.J. 7 B)]. 
Repárese en el contenido jurídico-técnico del párrafo trascrito de la 
sentencia constitucional que bien podría haber sido sacada de cualquier 
sentencia contencioso-administrativa en materia de expropiación forzosa. 
Debemos felicitarnos por una sentencia como está que sirve para poner freno 
a los excesos legislativos, propiciados por algunos gobiernos, de situar en una 
ley decisiones de naturaleza administrativa para de esta formar pretender 
gozar de inmunidad judicial. El Tribunal Constitucional da, con este fallo, un 
importante aviso a «Legisladores navegantes» que pretendan abusar de esta 
vía. Máxime teniendo en cuenta que en las reformas de los Estatutos de 
Autonomías que se están produciendo en la actualidad se está generalizando 
la figura de los Decretos-leyes autonómicos. 
4. JURISPRUDENCIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA DEL TRIBU-
NAL SUPREMO 
Finalmente, sistematizamos por materias la jurisprudencia más señalada 
de entre la producida por la Sala Tercera del Tribunal Supremo durante 2005. 
4.1. Fuentes 
El Tribunal Supremo ha considerado que los reglamentos ejecutivos no sólo 
tienen que limitarse a repetir la literalidad de los preceptos de la Ley a la que 
desarrolla, sino que su cometido es la precisión y el desarrollo de los mandatos 
legales más allá de pequeñas aclaraciones complementarias. Esto no supone 
ir en contra del principio de legalidad, sino que es precisamente ese principio 
el que permite la colaboración reglamentaria, que no tendría sentido sin esa 
función completadora. Así ha tenido ocasión de pronunciarse en la STS 
(Sección 4.a) de 11 de febrero de 2005 (Ar. 1.466), en relación al Real Decreto 
1.247/2002, de 3 de diciembre, que regula la gestión del fondo de cohesión 
sanitaria, en desarrollo de la Ley 21/2001. 
La STS (Sección 3.a) de 21 de abril de 2005 (Ar. 3.476) desestima un recurso 
de casación interpuesto por Endesa SA al considerar que la Orden Ministerial 
de 14 de junio de 1999, que establecía las retribuciones de la actividad de 
distribución de energía eléctrica para los años 1998 y 1999, no vulneraba el 
principio de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras o restrictivas 
de derechos individuales del art. 9.3 CE. Según el Tribunal, este principio no 
tiene carácter absoluto puesto que el art. 2.3 del C.C. permite la retroactividad 
cuando la propia norma así lo dispusiere. Además, en este caso, la Orden 
desarrollaba la Ley 54/1997, del sector eléctrico, que, en su D. Tr. 1.a 
establece que las normas complementarias pueden tener la eficacia temporal 
que ellas mismas dispusiesen, si se enmarcasen en un proceso gradual de 
implementación de la Ley. 
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La STS (Sección 4.a) de 15 de junio de 2005 (Ar. 5.954), ponente Baena de 
Alcázar, confirma la validez de la Ordenanza local de Circulación del 
Ayuntamiento de Palma de Mallorca, que había establecido la prohibición de 
estacionamiento sin conductor en la vía pública de los vehículos de empresas 
destinados a alquiler, y la obligación de estos vehículos de exhibir en un lugar 
visible los contratos de arrendamiento. Varias empresas recurren la Ordenan-
za por entender que vulnera el principio de jerarquía normativa, y por afectar 
a derechos recogidos en la CE (arts. 18 y 38 CE, fundamentalmente). El TS 
considera que la Ordenanza no invade el principio de jerarquía normativa ni 
el art. 38 CE porque la regulación del sector que se hace en un Real Decreto 
o por el Estatuto de Autonomía para las Islas Baleares deja margen para que 
el Ayuntamiento regule la materia desde su perspectiva competencial del uso 
de las vías públicas. Tampoco —sigue— hay vulneración de la privacidad de las 
empresas (si bien el TS no hace alusión a la discutible existencia de ese 
derecho en abstracto para las personas jurídicas) puesto que los datos que se 
exhiben son meras informaciones «asépticas». 
4.2. Derechos y libertades 
El derecho a asilo viene siendo objeto de numerosas sentencias del TS, y 
también lo ha sido en 2005. Como botón de muestra, merece la pena citar la 
STS (Sección 5.a) de 19 de enero de 2005 (Ar. 1.502), en la que el TS anula una 
Sentencia de la Audiencia Nacional que desestima el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por un rumano frente a una resolución del Ministro 
de Interior que inadmitía a trámite su solicitud de asilo. El TS declara haber 
lugar al recurso de casación al desestimar el principal argumento de la Sala 
a quo: que el solicitante, antes de llegar a España, estuvo en tránsito en países 
que sí eran firmantes de la Convención de Ginebra de 1951 (Italia y Francia). 
El TS considera que esas estancias nunca pueden excluir el derecho a solicitar 
el asilo en España, teniendo en cuenta, además, que las mismas estuvieron 
motivadas por obligaciones de la travesía. 
También relacionada con temas de extranjería es la STS (Sección 6.a) de 
28 de septiembre de 2005 (Ar. 8724), en la que el TS casa una Sentencia de 
la Audiencia Nacional que había desestimado la solicitud de un ciudadano 
extranjero de acceso a la nacionalidad española, pues considera, al contrario 
que la Sala a quo, que los delitos cometidos en 1990 y 1992 (sustitución de 
plaza de automóvil y robo con violencia) no son óbice suficiente para 
desvirtuar la apariencia de buen ciudadano del recurrente, teniendo en 
cuenta, además, su rehabilitación total y su integración cívica y social plenas. 
Más interesante aún resulta la STS (Sección 1.a) de 7 de junio de 2005 (Ar. 
5.244), que desestima los recursos de casación interpuestos, declarando 
cómo el derecho de propiedad de dos vecinos de una Comunidad de 
propietarios les asiste para constituirse en «personas afectadas» para poder 
solicitar la ejecución de una Sentencia que obligaba al Arzobispado de Madrid 
y al Ayuntamiento a demoler un edificio destinado a usos parroquiales por  
encontrarse más cerca del edificio de dicha Comunidad de propietarios de lo 
permitido por la normativa municipal. Esta Comunidad de Propietarios había 
suscrito (sólo por mayoría de los vecinos integrantes) un Acuerdo el 8 de marzo 
de 2000 con el Arzobispado madrileño para no demolerlo, pero el TS considera 
que los vecinos que se opusieron a la firma de dicho Acuerdo pueden solicitar 
la demolición en ejecución de sentencia, pues son «personas afectadas» a 
pesar de no haber sido parte en el proceso previo, al tener un interés legítimo. 
4.3. Organización administrativa 
En relación con el siempre polémico ámbito de la autonomía local, la STS 
(Sección 3.a) de 20 de enero de 2005 (Ar. 211) desestimó, con imposición de 
costas, el recurso de casación interpuesto por la Dip. Prov. de Lugo frente a 
varios actos administrativos de la AG E que retenían y pedían la devolución de 
una subvención otorgada a esa Diputación provincial, al no haber ésta 
acreditado que las obras a las que se destinaba esas cantidades, e incluidas 
en el Plan Provincial de Cooperación para 1989, habían sido consensuadas con 
los Municipios en los que se habían llevado a cabo y que eran de interés 
municipal. La autonomía local está sujeta a controles, y nunca puede amparar 
una libertad de actuar tal que libere de las condiciones de interés público 
local a las subvenciones que el Estado asigna a las DD. Provinciales. 
Siempre hay conflictividad en los asuntos relacionados con los Colegios 
profesionales. Hemos querido, al menos, dejar expresa mención de la STS 
(Sección 4.a) de 2 de febrero de 2005 (Ar. 1.102), en la que el TS casa una 
Sentencia del TSJ de Madrid, que había desestimado el recurso interpuesto 
por varios miembros de la Junta de Gobierno del Colegio Oficial de Enfermería 
de Valencia contra una Resolución del Consejo General de A.T.S.s en la que 
se les incoaba un expediente sancionador y se les inhabilitaba cautelarmente. 
El TS cree que cabe anular esa Resolución por dos motivos: los miembros de 
la sede Provincial de Valencia del Colegio Profesional de Enfermeros no 
habían sido informados del adelanto de la sesión en que se tomaron esos 
acuerdos (a pesar de que sí lo fueron de la convocatoria original) y, en segundo 
lugar, la exigencia de la credencial atestiguatoria de la identidad del 
presidente de ese Colegio provincial de Valencia (que, a la postre, le impidió 
entrar a formar parte de la Asamblea general en la que se adoptaron esas 
decisiones) no era obligatoria sino facultativa, con el agravante de que, 
además, fue plenamente reconocido por los demás miembros del Consejo 
General. 
Como caso anecdótico y divertido, mencionemos también la STS (Sección 
1.a) de 7 de abril de 2005 (Ar. 4.056), que se pronunció sobre la competencia 
judicial de la Sala del TSJ de Cataluña, en cuestión negativa de competencia 
suscitada entre la misma y el Juzgado central núm. 2 de lo contencioso-
administrativo, con ocasión de la espinosa Resolución del Comité de Compe-
tición de la Federación Española de Fútbol y sus posteriores confirmaciones 
por el Comité de Apelación y del Comité Español de Disciplina Deportiva de 
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cierre del Camp Nou del Fútbol Club Barcelona, y sanción económica de 4.000 
euros, tras el bochornoso comportamiento que algunos hinchas tuvieron con 
el futbolista y ex azulgrana Luis Figo. El TS considera que para conocer de la 
competencia de los órganos judiciales hay que estar al órgano que adoptó la 
Resolución originaria, y, tras considerar que no existe regla competencial 
específica para el caso del Comité de Competición de la FEF, la atribuye al 
TSJ de Cataluña, contra el parecer del propio Club, por la regla del art. 10.1, 
j) de la LJCA. 
4.4. Acto, procedimiento y contratos 
La exigencia de una motivación adecuada es fundamental en un estado de 
Derecho, sobre todo cuando se trata de actos de gravamen. En la STS (Sección 
5.a) de 2 de febrero de 2005 (Ar. 1.833), el TS casa una Sentencia del TSJ de 
Cataluña, que desestimó a su vez un recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por una persona a la que el Gobernador Civil de Gerona le denegó 
la renovación de su permiso de residencia en España. Como quiera que esa 
Resolución tenía una motivación genérica, al citarse un precepto reglamen-
tario sin concretar la causa de la no-renovación, considerando también que 
los antecedentes penales inferiores a un año nunca pueden ser causa 
automática de denegación, fue anulada. 
El trámite de audiencia es un elemento esencial del procedimiento 
administrativo. Sin embargo, en la ST (Sección 6.a) de 16 de marzo de 2005 
(Ar. 3.264), el Tribunal Supremo vuelve a aplicar una vez más su pacífica 
jurisprudencia al respecto, y considera que la omisión del trámite de 
audiencia en un procedimiento no sancionador no equivale por sí misma a 
nulidad del art. 62.1, e) de la LRJAPyPAC, pues el procedimiento sigue 
adelante y subsiste, ni tampoco a indefensión del interesado del art. 63.2 del 
mismo texto legal, ya que ésta sólo se produce cuando, materialmente, el 
interesado no ha tenido la posibilidad de alegar ni aportar antes o después los 
documentos para su defensa que estime oportunos. Cree el TS que, como 
quiera que el interesado pudo defenderse en otros trámites del procedimien-
to, en el recurso administrativo posterior contra el acto y en el mismo recurso 
contencioso-administrativo, el procedimiento seguido debe ser reputado 
como correcto. 
También muy aquilatada es la doctrina legal sobre el error de hecho. En 
su ST (Sección 7.a) de 9 de mayo de 2005 (Ar. 4.289), el TS declara no haber 
lugar a la casación interpuesta y reconoce que es perfectamente rectificable 
de oficio como error de hecho la calificación que hizo la DG del Instituto de 
Cinematografía y de las Artes Visuales de la película «Waterland» («El país del 
Agua»), protagonizada por Kevin Kostner, como de nacionalidad norteameri-
cana, cuando lo cierto es que es británica. Se dan en este caso los requisitos 
tradicionales del error de hecho: es una simple equivocación de nombres, 
fechas, operaciones aritméticas o de transcripción de documentos; patente 
y clara; apreciable a la vista del expediente administrativo; que no supone  
una valoración jurídica del error; en el que el acto no se adecua a la realidad 
y cuya enmienda no produce una alteración fundamental del sentido del acto. 
4.5. Expropiación forzosa 
Los daños y perjuicios indemnizables a través de la expropiación son sólo 
aquéllos que tienen causa en la expropiación misma, y no de los derivados del 
correcto funcionamiento de un servicio. El TS afirmó en su ST (Sección 6.a) de 
26 de enero de 2005 (Ar. 2.004) que el hecho de que se usara la técnica 
expropiatoria para reordenar los accesos a una gasolinera desde una carrete-
ra, eliminando el que existía desde el sentido contrario de la marcha, no tiene 
como consecuencia que ese lucro cesante sea derivable de la expropiación, 
sino que es consecuencia lógica de la potestad de ordenación del tráfico que 
compete a la Administración, potestad que se ejerció de manera perfecta-
mente válida. Así, esos perjuicios sólo serían indemnizables en una reclama-
ción de responsabilidad patrimonial. 
En su ST (Sección 6.a) de 7 de febrero de 2005 (Ar. 1.755), el TS casa una 
Sentencia del TSJ de Extremadura y anula una Orden de la Consejería de 
Cultura y Patrimonio de la Junta de Extremadura que declaró la necesidad de 
ocupación de la propiedad privada en la que se enclava el Dolmen de 
Toriñuelo, situado en el término municipal de Jerez de los Caballeros, puesto 
que no se dába en el caso ningunas de las razones que el art. 37.3 de la Ley 
16/1985 establece para poder expropiar un bien del Patrimonio histórico 
español: a). BIC en peligro de destrucción o deterioro; b) uso del BIC 
incompatible con sus valores; y c) inmuebles que impidan o perturben la 
contemplación del bien declarado BIC. Puesto que la única razón esgrimida 
fue la existencia de caballos del propietario cercanos al dolmen y la hipotética 
intención del propietario de convertirlo en corral, el TS declara que lo que 
procedía era la ocupación temporal del Dolmen, y no su expropiación. 
Es tradicional objeto de recurso de casación en las expropiaciones la 
valoración de los inmuebles. En un caso enjuiciado por el TS en su ST (Sección 
6.a) de 9 de marzo de 2005 (Ar. 3.617), el TS admite la casación presentada 
por el Ayuntamiento de Segovia frente a una STJ de Castilla-León (Burgos) y 
declara que la valoración del justiprecio de una finca debe realizarse 
atendiendo a su calificación de suelo no urbanizable de especial protección 
ambiental y paisajística, pues está enclavada dentro del Plan especial de 
actuación de recuperación del valle de los ríos Clamores-Pinarillo, y cuyo 
destino no es otro que la protección de ese entorno. No cabe afirmar, por 
tanto, que el destino de esa expropiación era crear un sistema general 
destinado a parque público, de lo que sigue que la valoración del suelo es 
como rústico, y no como urbanizable. 
4.6. infracciones y sanciones 
Conforme a la STS (Sección 3.a) de 9 de marzo de 2005 (Ar. 1.696), las 
sanciones impuestas por el Tribunal de Defensa de la Competencia al Consejo 
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General de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria de España y a varias de sus 
sedes provinciales por dudar de la capacidad profesional de otros profesiona-
les de la intermediación inmobiliaria no titulados como Agentes de la 
Propiedad Inmobiliaria (APIs) vulneraban el principio de culpabilidad, pues el 
tipo infractor tipificado en el art. 10 de la Ley 16/1989, LDC, exigía un 
elemento subjetivo de culpa o dolo que no se daba en este caso, por lo que 
se infringía el art. 25 CE, teniendo en cuenta que la conducta se produjo con 
anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 4/2000, que libera-
lizaba el sector. 
En ese mismo sentido, la STS (Sección 3.a) de 30 de marzo de 2005 (Ar. 
2.629) se muestra contraria a la anterior y declara que en la sanción 
económica impuesta a la Consultora «Pricewaterhousecoopers» por infrac-
ción grave de las normas técnicas del art. 16.2, c) de la Ley 19/1988, de 
Auditoría de Cuentas, es perfectamente legal y no vulnera la presunción de 
inocencia del art. 25 CE, pues la infracción de normas técnicas de la auditoría 
contable sólo es permitida dentro dl margen de flexibilidad y aleatoriedad de 
esas técnicas mientras no contradigan las normas, y en este caso así se hizo, 
pues omitió «hacer las correspondientes salvedades ante acciones que 
vulneraban principios y normas contables generalmente aceptados». 
En el procedimiento sancionador de expulsión del país seguido contra una 
ciudadana colombiana, el Delegado del Gobierno de Madrid dictó Resolución 
de expulsión, que fue recurrida y anulada en la Sentencia de instancia pues 
el motivo alegado fue la existencia de la comisión de un delito, cuando aún 
no había recaído sentencia penal que lo corroborara. El TS, en casación, se 
pronunció a favor de la ciudadana colombiana y aplicó el principio «non bis 
in idem», pues la causa de la expulsión y la del delito se basaban en unos 
mismos hechos, caso en el que la Administración debe paralizar su procedi-
miento sancionador y esperar a las resultas del proceso penal. 
4.7. Responsabilidad patrimonial 
Aunque la mayoría de las Sentencias del TS recaídas en 2005 sobre 
responsabilidad patrimonial han enjuiciado la actuación de la Administración 
Pública, son varias también las que condenan al Poder Judicial por un mal 
funcionamiento de la administración de justicia. En la STS (sección 6.a) de 26 
de enero de 2005 (Ar. 1.164), declara haber lugar al recurso de casación y 
otorga responsabilidad patrimonial por esta causa (casi 3,5 m. ptas.), ya que 
el Juez de Instrucción decretó la prisión preventiva por un plazo de tiempo 
anormalmente largo, recayendo posterior auto de sobreseimiento libre, en 
contra de la opinión del Fiscal y de las reiteradas peticiones de excarcelación 
del detenido. 
En su ST (Sección 6.a) de 15 de marzo de 2005 (Ar. 2.243), el TS casa una 
sentencia de la Audiencia nacional y otorga responsabilidad patrimonial a 
favor de la madre de un niño de dos años que resultó muerto por la actuación 
de un menor de edad de un centro de educación especial al que había asistido  
esta señora acompañada de su hijo para recibir un curso. A pesar de que la 
madre se desentendió del cuidado de su hijo durante las charlas, también la 
Administración balear responsable del centro dejó sin custodia al menor 
agresor, que padecía de brotes psicóticos, lo que acabó ocasionando que éste 
prendiera fuego a las ropas del hijo de la mujer y lo encerrara en un cuarto, 
con resultado de muerte. La concausa no exonera de su responsabilidad 
extracontractual a la Administración, fijada en cuantía de 50 m. de ptas. 
Por su parte, la STS de 24 de mayo de 2005, Ar. 4.988, resolvió un recurso 
extraordinario de casación para unificación de doctrina, en un asunto de 
daños físicos sufridos durante la celebración de un espectáculo pirotécnico. 
El daño lo padeció una señora que presenciaba el desfile de una comparsa que 
iba acompañada por la Policía Local, como parte de una cabalgata, dentro de 
un acto organizado por una entidad privada para festejar la noche de San 
Juan. El Tribunal Supremo declara la existencia de triple identidad y 
contradicción con otra sentencia dictada por el mismo Tribunal Superior de 
Justicia, concluyendo que la conducta de la Corporación Local no fue la 
adecuada puesto que se produjo el hecho que dio lugar a las lesiones sufridas 
por la recurrente. No podía excusarse el Ayuntamiento en el hecho de que la 
comitiva la organizaba una entidad privada, y no puede eximirla ese hecho de 
su responsabilidad en el suceso porque una vez que se hizo cargo de la custodia 
de la marcha lo fue con todas las consecuencias (como finalmente ocurrie-
ron), y no a los meros efectos que pretende de cortar la circulación. 
4.8. Función pública 
Son muchas ya las SSTS que desestiman los recursos presentados por 
profesores de religión de primaria y secundaria solicitando su equiparación 
profesional y económica a los funcionarios interinos. En una de ellas, la STS 
(Sección 7.1 de 25 de enero de 2005 (Ar. 1.162) la sentencia es ejemplar, pues 
el TS concluye, una vez más, que estos profesores no son interinos sino que 
les une a la Administración una mera relación laboral, ya que no han pasado 
por oposiciones para ocupar su plaza (siendo designados por los Arzobispados 
correspondientes), y lo hacen no en espera de que éstas sean cubiertas por 
funcionarios de carrera, sino de manera definitiva. Además, el añadido que 
el 1998 se hizo a la D. Ad. 2.a de la LO 1/1990, LOGSE deja claro ya que esa 
relación es contractual laboral. En igual sentido, puede verse la STS de 16-01-
2004 (Ar. 2.093 y concordantes: Ar. 1.572, 1.162 y 1.624). 
La STS (sección 7.a) de 7 de febrero de 2005 (Ar. 1.660) casa la Sentencia 
de instancia y declara que los complementos de destino y específicos deben 
ser iguales para todos los funcionarios que desempeñen idénticas labores, con 
independencia del nivel asignado y del grupo al que pertenezcan. 
El TS, en su ST (sección 7.a) de 20 de julio de 2005 (Ar. 6.728) casó la 
Sentencia de la AN que desestimó el recurso interpuesto por un aspirante a 
Profesor de secundaria que no obtuvo plaza porque no se le habían valorado 
como méritos las puntuaciones del curso de adaptación que, como maestro 
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de escuela, tuvo que realizar para poder cursar los cursos 4.° y 5.° de la 
Licenciatura de Geografía e Historia, imprescindible para poder presentarse 
al procedimiento selectivo. 
4.9. Urbanismo 
La carga de la conservación de las obras de urbanización suele ser objeto 
de numerosos recursos contencioso-administrativos. En la STS (Sección 5.a) 
de 23 de febrero de 2005 (Ar. 1.853) el TS declara no haber lugar a la casación 
porque fueron correctas las resoluciones municipales de aprobación inicial y 
definitiva de los estatutos de una Junta de Conservación porque así se exigía 
expresamente en el programa de Actuación Urbanística como en el Plan 
Parcial de la Unidad de Actuación, siendo obligatorio para todos los propie-
tarios integrarse en ella aunque en las escrituras de transmisión de las 
parcelas no se hubiese hecho constar el deber de los propietarios de conservar 
la urbanización, y aunque previamente no se hubiese constituido una Entidad 
similar para la ejecución de las obras de urbanización. 
El principio de subrogación real del Derecho Administrativo urbanístico se 
concreta en la STS (Sección 5.a) de 31 de mayo de 2005 (Ar. 6.756), en la que 
el TS deja claro que los propietarios adquirentes de las parcelas del promotor 
vendedor se subrogan en las obligaciones de éste (una vez autorizado el 
cambio del sistema de ejecución de compensación al de cooperación, 
solicitado por los propietarios), de manera que están obligados a sufragar las 
obras de urbanización que realice el Ayuntamiento. 
El patrimonio público municipal del suelo es la institución principal de la 
que se valen los Ayuntamientos para realizar sus fines sociales y de vivienda. 
Pues bien, el TS, en su ST (Sección 6.a) de 30 de septiembre de 2005 (Ar. 6.986) 
aplica el art. 278.1 del TR de la Ley del Suelo de 1992 (vigente tras la STC de 
20-03-1997) y anula la relación de bienes afectados por una expropiación 
municipal para reserva de ampliación del patrimonio municipal del suelo, 
pues algunos de ellos eran fincas clasificadas como de especial protección 
agrícola-ganadera, incompatibles con ese destino. 
4.10. Patrimonio 
La coordinación de las competencias sectoriales entre las administracio-
nes territoriales tiene su punto de inflexión cuando entran en juego determi-
nados estatutos de la propiedad pública (como la de Puertos del Estado) y la 
competencia urbanística municipal. En su ST (Sección 5.a) de 1 de febrero de 
2005 (Ar. 1.128) el TS abunda en su pacífica jurisprudencia de considerar 
ajustado a Derecho la innecesariedad de que la Administración local emita 
informe urbanístico u otorgue licencia de obras en construcciones realizadas 
por la Autoridad Portuaria que den servicio al Puerto, a menos que existiera 
un Plan Especial de Ordenación del Espacio Portuario, que aquí no concurría 
(Puerto de Huelva). 
La subasta es la forma ordinaria de enajenación de los bienes patrimonia-
les locales. Así lo proclaman el RBEL de 1986 y el TRDVMRL del mismo año. Por 
tanto, la permuta estimatoria realizada entre el Ayuntamiento de Aspe y un 
propietario privado de dos locales inmuebles sólo sería válida si cumple los 
requisitos señalados por las leyes y la jurisprudencia: que existiera un informe 
sobre la necesidad de la medida; que la diferencia de valor de los bienes nunca 
fuera superior al 40%; y la valoración técnica previa de su precio. Así lo dejó 
sentado la STS de 16 de febrero de 2005 (Ar. 2.514), Sección 4.a. 
Los Ayuntamientos son aptos para regular, en el marco de sus competen-
cias, el uso del dominio público ajeno, imponiendo determinadas condiciones 
en su vuelo y subsuelo. Así, por ejemplo, a los operadores de servicios de 
telecomunicaciones, estableciendo el tipo de antenas que deben usar en su 
término municipal para proteger sus intereses estéticos y de seguridad. Esto 
es lo que consagra la STS de 24 de mayo, Sección 4.a, Ar. 4.413, puesto que 
la autonomía local reconocida en la CEAL garantiza libertad para la «gestión 
de sus intereses», siempre que no impida de manera absoluta el ejercicio de 
la libertad de empresa de estos concesionarios de servicios de comunicacio-
nes. 
4.11. Medio ambiente 
Las Sentencias sobre EIA han sido las más frecuentes en materia ambiental 
en la jurisdicción contencioso-administrativa en 2005. En una de ellas, la STS 
de 9 de marzo de 2004 (Sección 5.a, Ar. 2.646 de 2005), el TS ratifica la 
sentencia del TSJ de Cantabria y anula varios artículos de un reglamento 
autonómico que modificaba la regulación autonómica sobre EIA, pues en el 
procedimiento de elaboración del mismo faltó el informe preceptivo del 
Consejo de Estado, imprescindible en las disposiciones normativas que 
desarrollan normativa estatal, siendo indiferente que ese desarrollo se haga 
en concepto de normas de desarrollo o de normas adicionales de protección 
del medio ambiente, con base en el art. 148,19•a CE. 
La Evaluación de Impacto Ambiental no puede sustituirse por la mera 
exigencia de un Plan de Restauración, lo que ocurrió en el caso que ventila 
la STS de 7 de abril de 2005 (Sección 3.a, Ar. 3.886). El TS casa parcialmente 
la Sentencia del TSJ de Cantabria pues consideró que sí cabe otorgar una 
prórroga de la autorización minera de explotación de los recursos de la 
Sección A, aunque no se prevea en la Ley, pero siempre que se mantengan la 
extensión de los terrenos explotados, el mismo tipo de recurso explotado y 
uso de los mismos y, sobre todo, que se comprueben la condiciones de 
protección del medio ambiente, extremo que aquí no se dio al faltar la EIA de 
esa prórroga. 
La elección de la «opción más recomendable» para el trazado de una 
carretera consiste en la elección de una de las opciones por ser la mejor, de 
entre varias, en atención a criterios topográficos, socioeconómicos, geológicos, 
geotécnicos, y, sobre todo, ambientales, razones que movieron al TS, en su 
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STS de 20 de abril de 2005 (Sección 3.a, Ar. 3.600) a santificar la corrección 
del trazado de la Autovía del cantábrico A-8 (Tramo Tamón-Otur) pues el 
recurso interpuesto por una Asociación vecinal acusó de arbitraria esa opción 
sin prueba alguna, limitándose a considerar que la mejor opción es la que ella 
defendía (por lo que fue condenada al pago de las costas). 
4.12. Derecho administrativo económico 
Muchas televisiones locales por cable quedaron en una situación de 
alegalidad al aprobarse la Ley 42/1995. Pues bien, las convocatorias poste-
riores de concursos para la adjudicación de concesiones de este tipo de 
televisiones han sido declaradas válidas por el TS, como ocurrió en su STS de 
9 de marzo de 2005 (Sección 4.a, Ar. 2.379), en la que concluyó: que la 
exigencia de concesión es correcta una vez calificada la TV como servicio 
público susceptible de prestación indirecta, tal y como lo prevé el art. 10.1 
del CEDH; que la imposición de requisitos técnicos, de viabilidad económica 
y financiera al operador es correcta en aras de la protección del servicio y de 
sus usuarios, los televidentes; que esas convocatorias no infringen el art. 38 
CE, pues es lícita la imposición de límites que no afecten a su contenido 
esencial; y que las mismas no suponen irretroactividad prohibida del art. 9.3 
CE, pues se aplican pro futuro a los efectos jurídicos de situaciones ya 
constituidas (retroactividad mínima), y permite la adaptación de esas TVs 
locales por cable alegales a la legalidad vigente. 
Muy interesante fue la STS de 9 de marzo de 2005 (Sección 4.a, Ar. 2.381), 
que hace una distinción entre «normas técnicas» (de especificaciones técni-
cas de productos, de elaboración convencional, aprobadas por AENOR y de 
cumplimiento voluntario) y las «reglamentaciones técnicas» (elaboradas por 
la Administración en atención a los valores sociales, entre ellos la calidad, que 
deben tener algunos productos, a través del procedimiento de elaboración de 
disposiciones de carácter general y de cumplimiento obligatorio), declarando 
que el RD. 1.083/2001, que aprueba la norma de calidad del jamón ibérico es 
de las del segundo tipo, rechazando el recurso deducido por AENOR. 
Las prácticas restrictivas de la libre competencia son muy usuales en la 
Jurisprudencia del TS. En su STS de 23 de marzo de 2005 (Sección 3.a, Ar. 
2.613), el TS confirma una sanción a «Telefónica SA» por abuso de su posición 
dominante, ya que cobraba a British Telecommunications (BT) las tarifas 
oficiales por alquiler de circuitos telefónicos de llamadas directas internacio-
nales, mientras que a las empresas miembros de la AMMI (Asociación de 
Mediadores del Mercado Monetario Internacional) les ofrecía condiciones más 
ventajosas a cambio de exclusividad, por ser potenciales clientes o clientes 
de sus competidoras. La sanción quedó fijada en 300 m. de ptas. 
4.13. Cuestiones sociales 
De las muchas sentencias recaídas sobre cuestiones que podríamos llamar 
de «servicios de soberanía», en los que no existe un claro componente  
económico (sanidad, educación, servicios sociales, etc.), traemos a colación 
la STS de 8 de febrero de 2005 (Ar. 919), en la que el Tribunal Supremo declaró 
que no formaba parte del derecho fundamental a la educación (art. 27 CE) el 
derecho de los padres de un niño superdotado, o con capacidades cognitivas 
avanzadas, a adelantar cursos sin aprobarlos ni cursarlos previamente. En 
este caso se pretendía pasar a un alumno desde 7.° de EGB a 1.° de BUP, 
cuando lo correcto, a juicio del TS hubiera sido el procedimiento específico 
previsto en el artículo 3, apartado 5, de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de 
octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE), esto es, 
adaptar las capacidades del alumno a planes específicos de actuación y 
adaptaciones curriculares. 
